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I.	Generalidades

Tras casi diez años de expansiva aplicación la Ley 
N° 27765 de 27.6.02, la llamada “Ley penal contra el 
lavado de activos”, ha sido derogada. Toma su lugar 
el nuevo Decreto Legislativo N° 1106 denominado 
“De lucha eficaz contra el lavado de activos y otros 
delitos relacionados a la minería ilegal y crimen or-
ganizado”, publicado el 19.4.12 y vigente desde el 
día siguiente como señala la Primera Disposición 
Complementaria Transitoria. Ello con excepción de 
la Cuarta Disposición Complementaria Modificato-
ria de dicho Decreto que entró en vigor a los 60 días, 
y que ha reformado la Sexta Disposición Comple-
mentaria Transitoria y Final de la Ley N° 28306 de 
29.7.04, relativa a la “Obligación (administrativa) de 
declarar el ingreso y/o salida de dinero en efectivo”1.

Sin una exposición de motivos oficial no se puede co-
nocer la “voluntad del legislador”. Los consideran-
dos del D. Leg. N° 1106 y su fuente, el art. 2.b de la 
Ley N° 29815 de 22.12.11 de delegación de funcio-
nes en el Poder Ejecutivo para legislar sobre la “Lu-
cha contra la criminalidad asociada a la minería 
ilegal”, y en concreto, sobre la “Investigación, pro-
cesamiento y sanción de personas vinculadas con 
el lavado de activos y otros delitos relacionados al 

crimen organizado vinculados a la minería ilegal, 
mediante la modificación de la normativa sobre las 
funciones y competencias de la Policía Nacional del 
Perú y normativa procesal penal”, conducen a sos-
tener que la reforma es un complemento esencial del 
sistema de prevención y persecución del delito de mi-
nería ilegal2, en la medida que las grandes ganancias, 
productos y efectos de este ilícito3, necesitan un des-
tino que solo el lavado de activos se lo puede dar. Si a 
ello sumamos que, como exponen diversos enfoques 
criminológicos, la minería ilegal ha profundizado en 
nuestro país otros fenómenos delictivos como la tra-
ta de personas con fines de explotación y servidum-
bre, la corrupción de funcionarios para garantizar la 
impunidad administrativa y penal, y evidentemente la 
evasión y el fraude tributario por parte de estos mine-
ros ilegales, existen en consecuencia sobradas razo-
nes para adecuar la regulación del lavado de activos 
a estas nuevas manifestaciones de la criminalidad or-
ganizada local.

Lo anterior no enerva las dudas de constitucionalidad 
que el extenso contenido del D. Leg. N° 1106 des-
pierta. No solo tenemos toda una Nueva Ley Penal 
contra el Lavado de Activos, sino un conjunto de re-
formas en el estamento que lo precede, es decir en 
el Sistema de Prevención del Lavado de Activos y 
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1	 Texto entre paréntesis fuera del original.
2	 Regulado como delito ambiental, concretamente como una manifestación del delito de contaminación, dada la ubicación siste-

mática que el D. Leg. N° 1102 de 29.2.12 otorgó a los tipos de los arts. 307-A a 307-f del Código Penal. El glosario de las nue-
vas 40 Recomendaciones del GAFI, “Estándares internacionales sobre la lucha contra el lavado de activos y el financiamiento 
del terrorismo y la proliferación”, identifica a los delitos ambientales como posible delito fuente para el lavado de activos.

3	 Según un reciente estudio de Macroconsult, las exportaciones de oro proveniente de la minería ilegal alcanzaron en el año 2011 la 
cifra de US$1.793’000.000,00, frente a los US$1.208’000.000,00 del narcotráfico en el mismo año, Vid. El Comercio de 27.5.12, 
p. a18. Esta cifra ha sido ampliada por los autores de este estudio, se considera que en el año 2011, “el valor de las exportacio-
nes de procedencia Ilegal habría llegado a cerca de US$ 2,900 millones. De ellos, cerca de US$ 1,100 millones proceden de la 
explotación aurífera de Madre de Dios, según cifras del MEM. Los otros US$ 1,800 millones provendrían del resto del país (...), 
esta actividad informal alberga a cerca de 100,000 trabajadores directos y otros 400,000 trabajadores indirectos”, Vid. http://
blog.macroconsult.com.pe/contenido/mineria/la-mineria-ilegal-del-oro#more-1907
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Financiamiento del Terrorismo (el llamado SPLA-
FDT). Y ello, como ya es lugar común en los últimos 
30 años, excede largamente las facultades delegadas 
previstas en la Ley N° 29815, aunque conforme a la 
práctica parlamentaria también de los últimos años, 
es poco probable que el Congreso de la República 
controle la estricta sujeción del Poder Ejecutivo a los 
términos de la delegación.

II.	 Antecedentes

Descontando los aspectos relativos al tipo subje-
tivo que se abordarán más adelante, la nueva Ley 
mantiene en el plano del tipo objetivo la sistemáti-
ca heredada desde la Convención de las Naciones 
Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 

y Sustancias Sicotrópicas de 20.12.88, la llama-
da Convención de Viena4, que tipifica el blanqueo 
de capitales diferenciando los actos de conversión y 
transferencia, frente a los de ocultamiento y tenen-
cia5, aunque circunscripto a ese ámbito del tráfico de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas como delito 
fuente. La Convención de las Naciones Unidas Con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional o Con-
vención de Palermo6 adoptada el 15.11.00, mantiene 
esa diferencia7, pero con una perspectiva más amplia 
porque extiende el concepto de delito fuente, o “deli-
to determinante” como lo llama la Convención, para 
incluir otros ilícitos graves como la corrupción, la 
obstrucción a la justicia y las múltiples formas de de-
lito de organización8.

4	 Aprobada por el Perú mediante la Resolución Legislativa N° 25352 de 26.11.91, y ratificada el 12.12.91.
5	 “Artículo 3–Delitos y sanciones
	 1. Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales en su derecho interno, 

cuando se cometan intencionalmente; (...)
	 b) i) la conversión o la transferencia de bienes a sabiendas de que tales bienes proceden de alguno o algunos de los delitos tipi-

ficados de conformidad con el inciso a) del presente párrafo, o de un acto de participación en tal delito o delitos, con el objeto 
de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a cualquier persona que participe en la comisión de tal delito o 
delitos, a eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones.

	 ii) la ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o la propiedad reales de 
bienes, o de derechos relativos a tales bienes, a sabiendas de que proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de con-
formidad con el inciso a) del presente párrafo o de un acto de participación en tal delito o delitos.

	 c) Con sujeción a sus principios constitucionales y a los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico.
	 i) la adquisición, la posesión a la utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de recibirlos, de que tales bienes proceden 

de alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el inciso a) del presente párrafo o de un acto de participación 
en tal delito o delitos (...)”.

6	 Aprobada por el Perú mediante la Resolución Legislativa N° 27527 de 8.10.01 y ratificada mediante el D.S. N° 088-2001-RE de 
20.11.01.

7	 “Artículo 6. Penalización del blanqueo del producto del delito
	 1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislati-

vas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:
	 a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto del delito, con el propósito de ocul-

tar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante 
a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos;

	 ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, movimiento o propiedad de bienes 
o del legítimo derecho a estos, a sabiendas de que dichos bienes son producto del delito;

	 b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:
	 i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, de que son producto del delito 

(...)”
8	 “Artículo 6. Penalización del blanqueo del producto del delito (...)
	 2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo:
	 a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia posible de delitos determinantes;
	 b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves definidos en el artículo 2 de la presente Con-

vención y los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 y 23 de la presente Convención. Los Estados Parte cuya legisla-
ción establezca una lista de delitos determinantes incluirán entre estos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados 
con grupos delictivos organizados;

	 c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdic-
ción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán de-
lito determinante siempre y cuando el acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya 
cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el pre-
sente artículo si el delito se hubiese cometido allí (...)”.
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Durante sus primeros diez años la legislación penal 
contra el lavado de activos no adoptó esta sistemática. 
El D. Leg. N° 736 de 12.11.91, siguiendo el modelo 
de la Ley argentina N° 23.737 de 21.9.89, introdu-
jo por primera vez en nuestro sistema la penalización 
del blanqueo de capitales derivado del tráfico ilícito 
de drogas, mediante el art. 296-A del Código Penal 
que reprimía los actos de conversión, transferencia 
y ocultamiento de bienes derivados del TID, y el art. 
296-B que sancionaba el lavado de dinero cometido a 
través del sistema financiero o mediante procesos de 
repatriación de capitales. Estas normas fueron pron-
tamente derogadas por la Ley N° 25399 de 10.2.92, 
y mediante la Ley N° 25404 de 26.2.92 el lavado de 
activos, siempre derivado del TID, pasó a ser consi-
derado como una modalidad agravada del delito de 
receptación patrimonial, y se introdujo como pf. 2 del 
art. 195 del CP. Tal regulación tampoco trascendió, 
en menos de dos meses la Ley N° 25428 de 11.4.92 la 
derogó, y reinstauró los arts. 296-A y 296-B en el Có-
digo Penal con similar redacción a la prescrita por el 
D. Leg. N° 736 de fuente argentina como se ha seña-
lado9. Las posteriores reformas del art. 296-B, a tra-
vés de la Leyes N° 26223 de 21.8.93 y N° 27225 de 
17.12.99, no cambiaron esta sistemática.

Las limitaciones de este régimen penal que no tuvo 
como fuente directa las Convenciones de Viena y de 
Palermo, y en particular por la limitación del blan-
queo de capitales a los activos derivados del tráfico 

ilícito de drogas, dio lugar a una serie de propues-
tas prelegislativas, entre las que destacó el “Ante-
proyecto de Ley que modifica la legislación penal en 
materia de tráfico ilícito de drogas y tipifica el deli-
to de lavado de activos”, de la Comisión encargada 
de revisar la Legislación Antidrogas creada median-
te la Resolución Ministerial N° 021-2001-JUS10. El 
Anteproyecto propuso el tratamiento del blanqueo 
de activos como una modalidad de los delitos con-
tra la administración de justicia, “Considerando que 
la finalidad principal en este delito es asegurar la in-
columidad de las ganancias o bienes obtenidos ilíci-
tamente”11, y adoptó la sistemática impulsada desde 
la Convención de Viena de 1988 que diferencia entre 
actos de conversión y transferencia, ocultamiento y 
tenencia, aunque con la ubicación sistemática propia 
de los delitos de encubrimiento real12.

La Ley N° 27765 de 27.6.02, la denominada “Ley Pe-
nal contra el Lavado de Activos”, siguió varios de 
los lineamientos del Anteproyecto. Aunque se decan-
tó por la instauración de una ley penal complemen-
taria o ley penal especial, evitando así la discusión 
sobre el bien jurídico protegido y la ubicación de 
este delito en el Código Penal acorde con ello, la Ley 
N° 27765 recogió en esencia las descripciones típi-
cas y las agravantes del Anteproyecto. Por un lado 
se tipificaron las conductas de conversión y transfe-
rencia (art. 1), ocultamiento y tenencia (art. 2), y un 
conjunto de circunstancias agravantes (art. 3), y se 

9	 Prado Saldarriaga, Víctor, El delito de lavado de dinero. Su tratamiento penal y bancario en el Perú, Lima, Idemsa 1994, pp. 
54-62.

10	 Publicado como Separata Especial del Diario Oficial El Peruano de 17.6.01. La Comisión estuvo integrada por Luis Lamas Puc-
cio, quien la presidió, Víctor Prado Saldarriaga, Julio Bueno Tirado, Oscar Kea Velaochaga, Rosa Mavila León, Ricardo Sobe-
rón Garrido y Aldo Figueroa Navarro.

11	 Ibid., p. 4.
12	 El Anteproyecto planteaba la creación de una Sección II-A denominada “Lavado de Activos” en el Capítulo III de “Delitos con-

tra la administración de justicia”, del Título XVIII de “Delitos contra la administración pública” de la Parte Especial, y con el 
siguiente contenido:

	 “Artículo 406 A.- El que conociendo o pudiendo presumir su procedencia ilícita, realiza actos de conversión o transferencia de 
bienes, efectos o ganancias para evitar su descubrimiento, la identificación de su origen, su incautación o decomiso será repri-
miendo con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de diez años y multa de 120 a 365 días-multa.

	 Artículo 406 B.- El que conociendo o pudiendo presumir su procedencia ilícita adquiere, guarda, custodia, recibe, oculta o 
mantiene en su poder bienes, efectos o ganancias para evitar su descubrimiento, la identificación de su origen, su incautación 
o decomiso será reprimiendo con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de diez años y multa de 120 a 365 
días-multa.

	 Artículo 406 C.- La pena será privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años y multa de 365 a 730 días-multa 
cuando los delitos previstos en los artículos 406 A y 406 B se cometen bajo las siguientes circunstancias:

	 a)	 El agente utiliza o se sirve de su condición de empresario o intermediario en el sector financiero o bursátil, o de funciona-
rio público para la comisión del delito.

	 b)	 El agente comete el delito para favorecer delitos de tráfico ilícito de drogas, contra la administración pública, terrorismo, 
traición a la patria o secuestro.

	 c)	 El agente comete el delito en calidad de integrante de una organización criminal”.
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penalizó la omisión de reporte de operaciones sos-
pechosas (art. 4). También se incluyeron reglas pro-
cesales de investigación relativas al levantamiento 
del secreto bancario, tributario y bursátil (art. 5), así 
como disposiciones sobre la amplia gama de delitos 
fuente, la autonomía o independencia del blanqueo 
de capitales frente al delito antecedente y la punición 
del autolavado (art. 6). Finalmente, se establecie-
ron limitaciones y prohibiciones de acceso a bene-
ficios penitenciarios (art. 7). Las reformas de la Ley 
N° 27765 a través de la Ley N° 28355 de 6.10.04, la 
Ley N° 28950 de 16.1.07, y del D. Leg. N° 986 de 
22.7.07, no modificaron sustancialmente la estructu-
ra de esta “Ley Penal contra el Lavado de Activos”.

III.	El Tipo Objetivo de Lavado de 
Activos

1.	 Conductas típicas

Teniendo en cuenta la evolución de estos anteceden-
tes, el D. Leg. N° 1106 reproduce en buena cuenta 
el tipo objetivo de los actos de conversión y transfe-
rencia (art. 1), y ocultamiento y tenencia (art. 2), de 
su antecedente inmediato, los arts. 1 y 2 de la Ley 
N° 27765, previendo incluso la misma sanción de 
pena privativa de libertad de 8 a 15 años y 120 a 350 
días-multa. A su vez, se ha independizado del art. 2 
de la Ley N° 27765, conforme al texto reformado por 
el art. único del D. Leg. N° 986 de 22.7.07, los actos 
de transporte dentro y fuera del territorio nacional de 
dinero o títulos valores de origen ilícito, los que han 
pasado a formar parte de una nueva modalidad espe-
cífica de lavado de activos regulada ahora por el nue-
vo art. 3 del. D. Leg. N° 1106. La consideración de 
este “nuevo delito” como una modalidad de blanqueo 
de capitales, concuerda con la decisión del legislador 
de establecer la misma escala de penas que la prevista 
para los actos de conversión y transferencia, y ocul-
tamiento y tenencia.

Los actos de conversión equivalen a la mutación del 
objeto material del delito, los bienes, efectos, ganan-
cias, activos en general, se “lavan” mediante conver-
sión cuando el autor los transforma en otros13. Ello 
implica “transformar una cosa en otra, sustituir una 
cosa por otra para hacer desaparecer la que tenía su 
origen en el delito grave y traer en su lugar otra to-
tal o parcialmente distinta de origen completamen-
te lícito o aparentemente lícito”14. Es indiferente si la 
conversión es reversible o no15. La conversión pue-
de ser material, por ejemplo la fundición de joyas de 
oro en una barra o lingote de oro, y tales supuestos 
pueden darse por adición o supresión de una parte de 
la cosa16. También puede ser inmaterial o ideal, por 
ejemplo el depósito de dinero en efectivo en un ban-
co se transforma en un crédito contra la cuenta o un 
apunte contable, o la adquisición de bienes muebles 
o inmuebles con dinero en efectivo de origen delicti-
vo. Como corolario de lo anterior, debe aceptarse que 
los bienes pueden ser convertidos en otros de igual 
(conversión impropia) o de distinta naturaleza (con-
versión propia), ejemplo de lo primero es el cambio 
de billetes de baja denominación por otros de alta de-
nominación, y ejemplo de lo segundo es la compra de 
acciones en la bolsa de valores con un cheque de ge-
rencia adquirido en un banco con dinero en efectivo 
de origen ilícito.

Se ha sostenido que los actos de conversión corres-
ponden en general a la llamada primera etapa de “in-
versión”, “ocultación” o “colocación” del blanqueo 
de capitales17, lo que conllevaría a calificar como ac-
tos de conversión las sucesivas transformaciones del 
bien, aun cuando el bien originario ya haya desapare-
cido o no quede nada de él tras esa cadena de trans-
formaciones18. Sin embargo, debe tenerse en cuenta 
las dificultades para deslindar el proceso de recicla-
je en periodos diferentes, y “la mayor complejidad 
que entraña la subsunción de cada comportamiento 
en una fase del itinerario blanqueador”19. Y es que en 

13	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, 3ª ed. Valencia, Tirant lo Blanch 2011, 
p. 490.

14	 Palma Herrera, José Manuel, Los delitos de blanqueo de capitales, Madrid, Edersa 2000, p. 429.
15	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales. Barcelona, Marcial Pons 2000, p. 226.
16	 Ibid., p. 226.
17	 Del Carpio Delgado, Juana, El delito de blanqueo de bienes en el nuevo Código Penal, Valencia, Tirant lo Blanch 1997, pp. 178-

179. Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, Lima, Grijley 2007, p. 142. García Cavero, Per-
cy, Derecho penal económico. Parte Especial, T. II. Lima, Grijley 2007, p. 496. Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de 
lavado de activos. Criterios sustantivos y procesales. Análisis de la Ley N° 27765, 2ª ed. Lima, Jurista Editores 2009, p. 76.

18	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 496.
19	 Abel Souto, Miguel, El delito de blanqueo de capitales en el Código Penal español, Barcelona, Bosch 2005, p. 113.
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estricto, desde la Convención de Viena de 1988, los 
tipos penales de lavado de activos han sido configu-
rados con una orientación omnicomprensiva que con-
duce a una inevitable superposición de conductas que 
impide deslindar plenamente por ejemplo, con todas 
las exigencias de una dogmática acorde con el prin-
cipio de certeza, entre actos de “conversión” y actos 
de “transferencia”. Una expresión de dicha ausencia 
de claridad estriba en la propia definición de actos 
de “sustitución” y a su consideración como actos de 
“conversión”20 o de “transferencia”21. Lo mismo su-
cede respecto a si la transferencia de bienes a títu-
lo oneroso no debiera considerarse como un acto de 
“conversión” sino de “transferencia”22, o si el caso en 
que un bien circula en el mercado sin cambio de titu-
laridad no configura una conducta de “transferencia” 
sino de “conversión”23.

Ante ello, es lugar común entre los penalistas soste-
ner que se trata de cuestiones teóricas sin efecto prác-
tico, en la medida que bajo una expresión u otra la 
ley penal ya abarca estos supuestos24. Pero ello a mi 
juicio es un error si tenemos en cuenta la garantía de 
imputación necesaria que, como expresión suprema 
del derecho de defensa, demanda que ya desde la ac-
tividad investigativa del Ministerio Público, el impu-
tado conozca con precisión los hechos atribuidos y la 

correspondiente subsunción típica, con el detalle de 
la concreta modalidad o conducta investigada25.

El art. 1 del D. Leg. N° 1106 sanciona también los ac-
tos de transferencia, que involucran tanto la “trans-
misión de bienes”26 como el traslado de los mismos. 
La transmisión implica “la salida de los bienes del 
propio patrimonio, para incrementar el de otra per-
sona”27, como corolario, la transmisión de bienes al 
mismo titular, es decir una transferencia entre cuentas 
propias por ejemplo, no configura un acto de “trans-
ferencia” sino de “conversión” de activos en el con-
texto del art. 1 del D. Leg. N° 1106. Dado que la 
transmisión “se produce mediante cualquier forma 
de transferencia, cesión o traspaso de los capitales 
a terceras personas”28, esa transmisión puede darse a 
título gratuito u oneroso29, y puede implicar la trans-
ferencia del dominio o propiedad, de la posesión o de 
la simple tenencia30.

Esto último importa un distanciamiento de aquel sec-
tor de la doctrina española que traslada a la dogmá-
tica del lavado de activos el concepto de transmisión 
del derecho civil, entendida “como traspaso de dere-
chos sobre los bienes”31, es decir la cesión del domi-
nio sobre los bienes de un patrimonio para integrarlos 
a la esfera jurídica de un tercero32, lo que dicho de 

20	 En esa línea, Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 77. Gómez Iniesta, Diego, El delito de blan-
queo de capitales en el Derecho español, Barcelona, Cedecs 1996, p. 48. Bramont-Arias Torres, Luis Alberto, “Algunas preci-
siones referentes a la Ley penal contra el lavado de activos, Ley N° 27765, 27-06-02”, en: Estudios Penales. Libro homenaje al 
Prof. Luis Alberto Bramont Arias. Lima, San Marcos 2003, p. 523, equipara los actos de conversión con los de “receptación sus-
titutiva, puesto que estamos ante un proceso de sustitución del bien, es decir donde se sustituye el bien materia del delito previo 
por otro”.

21	 Así, García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 497.
22	 Así, Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, 2ª ed. Pamplona, Aranzadi 2002, p. 337.
23	 Aránguez Sánchez, Carlos. El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 226.
24	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 497. Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de 

capitales, cit., p. 337.
25	 Reátegui Sánchez, James, El control constitucional en la etapa de calificación del proceso penal. Lima, Palestra-C&A 2008, pp. 

87ss. Castillo Alva, José Luis, “La necesidad de determinación del “delito previo” en el delito de lavado de activos. Una propues-
ta de interpretación constitucional”, en: Gaceta Penal & Procesal Penal. T. 4, oct 2009, pp. 345ss.

26	 Es la expresión usada por el art. 301.1 del Código Penal español
27	 Lombardero Expósito, Luis Manuel, Blanqueo de capitales. Prevención y represión del fenómeno desde la perspectiva penal, 

mercantil, administrativa y tributaria. Barcelona, Bosch 2009, p. 170. Similar, Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal 
económico y de la empresa. Parte especial, cit., pp. 490-491.

28	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 227. Blanco Cordero, Isidoro,El delito de blanqueo de ca-
pitales, cit., p. 313.

29	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit. 491. Arias Holguín, Diana Patri-
cia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales (art. 301 CP), Madrid, Ius-
tel 2011, p. 277.

30	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 144.
31	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 276.
32	 Ibid., p. 276.
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otra manera y llevado al extremo implicaría que el 
autor del delito deba ostentar la propiedad sobre el 
bien y transmitir ese derecho de propiedad. Bajo ese 
entendimiento se restringiría de modo ostensible la 
criminalización del lavado de activos, al no encon-
trar asidero típico los actos de transferencia de po-
sesión o de la mera tenencia sobre los bienes, o los 
casos en que el autor ostenta únicamente un poder 
fáctico de disposición sin un título de propiedad, va-
cíos que en la regulación española son cubiertos por 
la fórmula abierta “o realice cualquier otro acto para 
ocultar o encubrir su origen ilícito” del art. 301.1 del 
CP español, salida que no se contempla en la regula-
ción peruana. Esta limitación interpretativa no puede 
superarse con la simple exigencia de que los actos de 
transferencia ostenten apariencia de legalidad desde 
el punto de vista jurídico-civil33, ello solo incide en 
las posibilidades de éxito de una conducta de blan-
queamiento, en la idoneidad del riesgo creado por el 
autor, pues una mayor apariencia de legalidad con-
lleva mayores posibilidades de diluir el origen ilíci-
to de los activos.

Se trata más bien de asumir una concepción amplia 
del concepto de “transferencia” utilizado por el le-
gislador peruano, a fin de abarcar la mayor cantidad 
de supuestos relacionados con la llamada etapa de in-
tercalación o estratificación del lavado de activos34, 
en el que se producen múltiples y sucesivas transac-
ciones para ocultar aún más el origen delictivo de los 
bienes, entre ellas las que no importan el traslado del 
dominio, como sucede con la transmisión de la pose-
sión o la tenencia. Puede sostenerse por ello, desde 
la perspectiva de la legislación peruana, un concep-
to penal de transferencia que abarque tanto los casos 
de transmisión material o fáctica, como la llamada 
transmisión jurídica, siempre que exista poder de dis-
posición35. La transmisión jurídica supone el cambio 
de titularidad o legitimación en el ejercicio de un de-
recho, o simplemente la transmisión de los derechos 

que se tiene sobre los bienes36, como se aprecia en 
una transferencia electrónica de fondos a través del 
sistema financiero y en favor de un tercero.

En cuanto a la transmisión material o fáctica, enten-
dida como el transporte, traslado o remisión física de 
bienes de un lugar a otro, al margen del debate an-
tes referido sobre los alcances del concepto de trans-
misión, la doctrina en general suele incluirlo dentro 
del concepto general de transferencia que usa la le-
gislación nacional37. Se ha criticado por ello que la 
reforma del art. 2 de la Ley N° 27765, a través del 
D. Leg. N° 986, hubiere incorporado en el año 2007 
dentro del tipo de “ocultamiento y tenencia” la puni-
ción de quien “transporta dentro del territorio de la 
República o introduce o retira del mismo” activos de 
origen delictivo, dado que tales supuestos equivalen, 
al menos en parte como veremos luego, a auténticas 
conductas de conversión o transferencia que habrían 
tenido mejor asidero en el art. 1 de la Ley N° 2776538. 
El D. Leg. N° 1106 ha corregido esta inconsistencia, 
el nuevo art. 3 sanciona de modo independiente el 
“Transporte, traslado, ingreso o salida del territorio 
nacional de dinero o títulos valores de origen ilícito”, 
con lo que el transporte de otros bienes, distintos al 
dinero o títulos valores, quedará abarcado por el art. 
1 del D. Leg. N° 1106 que criminaliza la conversión 
y transferencia, aunque también, y como se detallará 
más adelante, por el art. 2 en tanto sanciona los ac-
tos de posesión.

Las conductas típicas reunidas bajo el nombre “actos 
de ocultación y tenencia” están recogidas en el art. 2 
del D. Leg. N° 1106 a través de ocho verbos típicos, 
se incluyen los actos de “adquirir”, “utilizar”, “guar-
dar”, “administrar”, “custodiar”, “recibir”, “ocul-
tar” y “mantener en su poder” los activos de origen 
ilícito. El texto original del art. 2 de la Ley N° 27765 
recogía las mismas conductas, excepto la administra-
ción que fue incorporada en el año 2007 a través del 
D. Leg. N° 98639. A diferencia del tipo de conversión 

33	 Como parece entender García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 498.
34	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 143.
35	 Del Carpio Delgado, Juana, El delito de blanqueo de bienes en el nuevo Código Penal, cit., pp. 183-188. Aránguez Sánchez, Car-

los, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 227.
36	 Del Carpio Delgado, Juana, El delito de blanqueo de bienes en el nuevo Código Penal, cit., pp. 183.
37	 Saavedra Rojas, Edgar y Rosa Del Olmo, La Convención de Viena y el narcotráfico. Bogotá, Temis 1991, p. 38. Bramont-Arias 

Torres, Luis Alberto, “Algunas precisiones referentes a la Ley penal contra el lavado de activos, Ley N° 27765, 27-06-02”, cit., 
p. 524. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 497.

38	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 497.
39	 Siguiendo con ello el modelo del art. 247-A del CP colombiano de 1980, reformado por la Ley 365 de 1997, y posteriormente 

sustituido por el art. 323 del CP de 2000, normas que expresamente previeron la sanción de los actos de administración de bienes. 
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y transferencia del art. 1, el amplio casuismo del de-
lito de ocultamiento y tenencia del art. 2 deriva del 
mismo carácter que tiene el art. 3.1 literales b.ii y c.i 
de la Convención de Viena de 1988 y que menciona 
las conductas de “ocultamiento”, “encubrimiento”40, 
“adquisición”, “posesión” y “utilización”. El art. 6.1 
literales a.ii y b.i de la Convención de Palermo de 
2000 recoge las mismas conductas, excepto el “en-
cubrimiento” que la reemplaza por “disimulación”, 
supuesto que tampoco ha sido contemplado por la re-
gulación peruana.

Como es evidente, las conductas tipificadas van más 
allá de los actos de conversión y transferencia41, se-
guramente porque la orientación político criminal es 
abarcar los principales supuestos que se dan en la lla-
mada etapa de integración del lavado de activos, pues 
se trata de conductas que se dan una vez que los acti-
vos han adquirido una ficticia apariencia de legalidad 
producto de anteriores actos de conversión o trans-
ferencia42. Según el grado de injerencia del autor del 
delito sobre los bienes lavados, es posible identificar 
cuatro grupos de comportamientos: a) adquirir, b) re-
cibir, mantener en su poder, c) guardar, custodiar y 
ocultar, y d) utilizar y administrar. En estricto, solo 
los supuestos del grupo b) corresponden a la tenencia, 

pero en sentido amplio suele considerarse como te-
nencia todos los casos del art. 2 salvo el de oculta-
miento43. La adquisición supone la incorporación del 
bien a un nuevo patrimonio por medio de cualquier 
título, oneroso o gratuito44, es en parte la faceta con-
traria de los actos de transferencia, “Adquisición y 
transmisión parecen contemplar los dos extremos de 
un mismo desplazamiento patrimonial”45. Pero a di-
ferencia de los actos de transferencia que involucran 
la transmisión de propiedad, posesión o tenencia, la 
adquisición se limita solo a las que involucran la pro-
piedad46, aunque por cualquier título47, aquellas que 
signifiquen la adquisición de la posesión o la tenen-
cia ya están cubiertas por los verbos típicos “recibir” 
y “mantener en su poder”, según el caso.

Los actos de recibir y mantener en su poder tienen 
en común que dan lugar a situaciones en las que el 
autor ejerce el poder fáctico sobre la cosa. La recep-
ción solo implica el inicio de la tenencia material y 
efectiva, transitoria o permanente, del bien de origen 
delictivo48, se trata de un delito instantáneo (“reci-
bir”) a raíz del cual se dará paso a otros comporta-
mientos típicos como la posesión, administración, 
ocultamiento, transmisión, etc. A su vez, la conducta 
de “mantener en su poder” incorpora desde la simple 

	 En la legislación argentina también se sanciona el lavado mediante administración de bienes, en el art. 278.1 del CP, conforme 
a la reforma mediante la Ley 25.246 publicada el 10.5.00. El art. 2.2 del Reglamento modelo americano sobre delitos de lavado 
relacionados con el tráfico de drogas y otros delitos graves (1992-2006), también prevé esta modalidad.

40	 Supuesto que, de modo acertado, no recoge la norma nacional porque ello daría lugar a comunes situaciones de concurso aparen-
te con el delito de encubrimiento, como se aprecia en el art. 301.1 del CP español o en el art. 323 del CP colombiano que sancio-
nan, como una modalidad de blanqueo de capitales, la realización de actos para encubrir el origen ilícito de los bienes

41	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 498.
42	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 146.
43	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., pp. 498-500.
44	 Abel Souto, Miguel, El delito de blanqueo de capitales en el Código Penal español, cit., pp. 109-110. Palma Herrera, José Ma-

nuel, Los delitos de blanqueo de capitales, cit., p. 425. Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 225. 
Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 123. En la doctrina nacional, Prado Saldarriaga, Víctor, 
Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., pp. 147-148, y Bramont-Arias Torres, Luis Alberto, “Algunas precisiones 
referentes a la Ley penal contra el lavado de activos, Ley N° 27765, 27-06-02”, cit., p. 524, consideran sin exponer los motivos 
que solo existe espacio en la ley para las adquisiciones a título oneroso, aunque concluyen que las efectuadas a título gratuito es-
tán cubiertas por el verbo típico “recibir”. Antes bien, el sentido de la criminalización del lavado de activos también alcanza a mi 
juicio las adquisiciones a título gratuito como la donación o la herencia que, desde el punto de vista criminológico, son modali-
dades recurrentes de blanqueo de capitales. Reticente a la punición de las adquisiciones por herencia, Arias Holguín, Diana Pa-
tricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales (art. 301 CP), cit., p. 271, 
quien postula enfrentar estos casos con las reglas del comiso.

45	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 227.
46	 Palma Herrera, José Manuel, Los delitos de blanqueo de capitales, cit., p. 425. Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y fi-

nanciación del terrorismo, cit., p. 147.
47	 No se entiende las razones que conducen a Bramont-Arias Torres, Luis Alberto, “Algunas precisiones referentes a la Ley penal 

contra el lavado de activos, Ley N° 27765, 27-06-02”, cit., p. 524, a sostener que adquirir es sinónimo de comprar. La amplitud 
del verbo adquirir abarca supuestos diversos como la compraventa, la permuta, la cesión de derechos de crédito en un juicio, etc.

48	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 125. Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y finan-
ciación del terrorismo, cit., p. 148. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 498.
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tenencia del Derecho civil clásico49, hasta la posesión 
del bien que corresponde con el ejercicio fáctico de 
los atributos de la propiedad, como señala el art. 896 
del Código Civil. El verbo “mantener” conlleva a que 
estemos ante una conducta de tracto sucesivo50, ante 
un delito permanente. Así, no puede asumirse ni es 
necesaria una diferencia subjetiva entre “recibir” y 
“mantener en su poder”51.

La guarda, custodia u ocultamiento presuponen la 
tenencia o posesión del bien. En tales casos el agente 
no se limita a tener el bien a su disposición sino que 
realiza determinadas prestaciones de hacer, de dife-
rente grado, con el objeto de mantener o conservar 
el bien al margen de los riesgos habituales del en-
torno social (pérdida, sustracción, robo, deterioro) y 
legal (decomisos, incautaciones, etc.). Guardar in-
volucra actos externos de protección física del bien, 
sin necesidad de ocultarlo52, es poner los activos a 
salvo de los riesgos que pueden perjudicar su exis-
tencia o valor53. En la custodia el autor va más allá, 
si bien no ejerce en estricto actos de dominio ni pose-
sión54, ejecuta actos de vigilancia, cuidado y control 
sobre los bienes para que no se perjudiquen55. En re-
lación a los actos de ocultamiento, conforme al art. 2 
del D. Leg. N° 1106 estos deben recaer sobre los bie-
nes de origen ilícito, y deben ser idóneos para evitar 

la identificación de su origen, su incautación o deco-
miso, por ese motivo se considera que no solo invo-
lucran el ocultamiento físico del bien, sino también el 
contable o jurídico56, lo que da cabida a las modali-
dades de ocultamiento previstas en la Convención de 
Viena, que describe acciones que no afectan directa-
mente a un bien, sino que ocultan o encubren algu-
nas características relativas a los bienes, entre ellas 
la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimien-
to, propiedad o derechos relativos a ellos57.

El último grupo de los llamados actos de “tenencia” 
en sentido amplio compete a las conductas de “utili-
zar” y “administrar”, aquí el común denominador es 
que estamos ante comportamientos de explotación o 
aprovechamiento del bien. Sobre el primero de ellos, 
se descartan de plano los usos socialmente adecua-
dos que no tienen por finalidad ocultar los activos de 
origen delictivo58, y suele recurrirse a una interpreta-
ción gramatical, en la medida que la Real Academia 
de la Lengua Española define “utilizar” como “apro-
vecharse de algo”59, entonces no se alude al simple 
uso de bien derivado de un delito anterior, es necesa-
rio que el autor “le saque provecho, sacarle el máxi-
mo rendimiento para sí o para un tercero y, en esos 
términos, también debe suponer un incremento patri-
monial”60, se trata por lo tanto de un uso en sentido 

49	 Conforme a la teoría subjetiva de Savigny del Derecho civil clásico, “la tenencia tiene un elemento común con la posesión: el po-
der sobre la cosa (corpus). La diferencia radica en el reconocimiento del tenedor, de que la propiedad sobre aquella pertenece a 
otro. Mas ha de entenderse –añádese- que ese reconocimiento refiérese en realidad a la “titularidad de un derecho real” del que 
el tenedor admite carecer”, Enciclopedia Jurídica Omeba. T. XXVI. Buenos Aires, Omeba 1968, p. 35. Esta concepción fue su-
perada con el Código Civil de 1936 y el de 1984, textos que asumen la concepción objetiva de posesión de Ihering, que la equi-
para únicamente con el poder de hecho o fáctico sobre la cosa, de modo que la noción de tenedor quedó así absorbida por la de 
poseedor, Vid. Avendaño Valdez, Jorge, Derechos reales. Lima, PUCP 1989, p. 128, quien pone de relieve la inconsistencia del 
Código Civil que por una parte define la posesión en términos puramente objetivos (art. 896) para luego volver sobre el ánimo, 
como en la concepción de Savigny, al exigir para la prescripción adquisitiva la posesión “como propietario” (arts. 950 y 951).

50	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 149.
51	 Según García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., pp. 498-499, el verbo típico “mantenerse en su po-

der” se aplicará solo si la procedencia ilícita es conocida o posible de conocer después de haber recibido los activos.
52	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 147.
53	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 499.
54	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 125.
55	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 499.
56	 Tiedemann, Klaus, Manual de Derecho penal económico. Parte general y especial. Valencia, Tirant lo Blanch 2010, §7/283 de 

la parte especial, comparando la conducta de blanqueo de capitales del §261.1 del StGB con la de quiebra del §283.(1).1, en el 
sentido de que ambas persiguen “impedir el acceso, en este caso por parte de una autoridad pública, al objeto”. Y en la banca-
rrota, “junto a la desaparición física de cosas muebles, también realiza el tipo cualquier transformación del estado jurídico de 
los bienes” (§9/num.420). Del mismo modo, García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 500.

57	 Abel Souto, Miguels El blanqueo de dinero en la normativa internacional, Santiago de Compostela, UdSC 2002, p. 94. Saavedra 
Rojas y Del Olmo, cit., p. 40.

58	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 129.
59	 Vid. cualquier edición del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española.
60	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 279.



Dino Carlos Caro Coria

ADPE 2 (2012) 201

amplio que incorpora la noción de disfrute o usufruc-
to del bien61, sin que ello implique asumir la concep-
ción civil de uso, disfrute o usufructo porque estamos 
ante conductas per se ilícitas62.

El mismo principio debe aplicarse para la interpre-
tación de la conducta de “administrar”, no se trata 
aquí de la asunción de una posición de garante frente 
al patrimonio ajeno de modo que se reprima la admi-
nistración infiel del gerente general, el director o el 
CEO de una empresa. En el contexto del lavado de 
activos la administración ilícita corresponde a los ac-
tos de gestión o manejo, de iure o de facto, del patri-
monio propio o ajeno que tiene un origen delictivo, 
de manera que no existe énfasis alguno en la diligen-
cia del gestor para manejar el objeto ajeno a favor de 
terceros, sino en la violación del deber de no introdu-
cir en el circuito comercial bienes de gestación ilícita, 
deber que en muchos casos es previo al derecho pe-
nal. Me refiero con ello a los llamados sujetos obliga-
dos63, como los bancos, las financieras, las agencias de 
viaje, las empresas mineras, etc., que han sido identi-
ficados por la regulación administrativa, el sistema de 
prevención del lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo, como actores en el mercado propensos a 
mantener contactos comerciales habituales con verda-
deros o potenciales lavadores de activos, razón por la 
cual la regulación impone deberes específicos, un de-
ber o posición de garante, a la gerencia y al directorio 
de los sujetos obligados, como nombrar un oficial de 
cumplimiento, implementar un sistema de prevención 
del lavado de activos64 y reportar a la UIF-Perú las 
operaciones sospechosas que se detecten65. Entendido 
de esa manera, los actos de administración pueden in-
volucrar la ordenación y organización de los bienes66, 
así como la optimización de su rendimiento67, de las 

cualidades y los provechos que de él se pudieran ob-
tener68. Pero en la medida que los actos de adminis-
tración pueden superponerse a otras conductas ya 
tipificadas de modo específico como actos de conver-
sión o transferencia, ocultamiento o tenencia, la fun-
ción político criminal del verbo típico “administrar” 
no puede ser otra que llenar los vacíos de punición, 
cumpliendo por ende una función residual.

Finalmente en lo que respecta a las conductas típicas, 
debe tenerse en cuenta que la nueva regulación ad-
ministrativa, también reformada recientemente69, ha 
ratificado por una parte la conocida obligación de de-
clarar el ingreso o salida del país de dinero en efec-
tivo o instrumentos financieros negociables emitidos 
“al portador” por sumas superiores a US$10.000,00 
(diez mil y 00/100 dólares americanos) o su equiva-
lente en moneda nacional u otra extranjera. Asimis-
mo, impone la prohibición de transportar dinero en 
efectivo o instrumentos financieros negociables emi-
tidos “al portador”, cuando se trata de sumas supe-
riores a US$30.000,00 (treinta mil y 00/100 dólares 
americanos) o su equivalente en moneda nacional u 
otra extranjera. Se prevé un conjunto de sanciones 
administrativas para la infracción de estas reglas, y 
se establece que el infractor/portador deberá acredi-
tar ante la Unidad de Inteligencia Financiera del Perú, 
el origen lícito del dinero o instrumentos financieros 
en el término de 72 horas desde la retención, y que en 
caso contrario se considerará tal omisión como “in-
dicio de la comisión del delito de lavado de activos, 
sin perjuicio de la comisión de otros delitos”, como 
podría ser el caso del ilícito de falsa declaración en 
procedimiento administrativo del art. 411 del Código 
Penal o alguna de las formas de delito tributario que 
tipifica el D. Leg. N° 813.

61	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 147.
62	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 124. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. 

Parte Especial, cit., p. 499, se refiere también a los usos con “aplicación a fines lícitos”, lo que es difícil de entender en la me-
dida que la ley penal se refiere a usos propios del lavado de activos y no a conductas neutrales o habituales que no significan la 
realización de un riesgo jurídicamente relevante.

63	 Vid., el art. 8 de La Ley N° 27693, “Ley que crea la Unidad de Inteligencia Financiera–Perú” de 12.4.02, modificado por el art. 
1 de la Ley N° 28306 de 29.7.04, y el art. 3 de La Ley N° 29038, “Ley que incorpora la Unidad de Inteligencia Financiera del 
Perú (UIF-PERÚ) a la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones”, de 12.6.07.

64	 Vid. el art. 10.2.1 de La Ley N° 27693, modificado por el art. 1 de la Ley N° 28306.
65	 Vid. el art. 11 de la Ley N° 27693, modificado por el art. 1 de la Ley N° 28306.
66	 Orsi, Omar G., Lavado de dinero de origen delictivo. Buenos Aires, Hammurabi 2007, p. 567.
67	 Salas Beteta, Christian, “El delito de lavado de activos y su dificultad probatoria en el CPP de 2004. Comentarios al Decreto Le-

gislativo N° 1106”, en: Gaceta Penal & Procesal Penal, T. 35, mayo 2012, p. 23.
68	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 127.
69	 Vid. la Sexta Disposición Complementaria, Transitoria y Final de la Ley N° 28306, reformada por la Cuarta Disposición Com-

plementaria Modificatoria del D. Leg. N° 1106.
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Solo la puesta en vigencia de este nuevo régimen 
administrativo parece explicar porqué el legislador 
ha incorporado, en el art. 3 del D. Leg. N° 1106, un 
“nuevo tipo penal” bajo el rótulo “transporte, tras-
lado, ingreso o salida por territorio nacional de di-
nero o títulos valores de origen ilícito”, que en parte 
corresponde a los actos de transferencia tipificados en 
el art. 1. Si se tiene en cuenta que la pena prevista en 
los arts. 1 y 3 es la misma, la criminalización especí-
fica prevista en este último sería en consecuencia su-
perflua. Sin embargo, como también se ha explicado 
anteriormente, el traslado o transmisión de bienes ti-
pificado por el art. 1 debe darse siempre a favor de un 
tercero, a título gratuito u oneroso, e implica el tras-
lado de la propiedad, la posesión o la simple tenencia 
del bien, de manera que el art. 1 sanciona en estric-
to los actos de transporte realizados a favor de terce-
ros. La conducta de transportar bienes propios tendrá 
relevancia penal en el marco del art. 2 porque corres-
ponde a los actos de posesión que se incardinan en 
el concepto “mantener en su poder”, como se ha de-
tallado antes. Bajo estas premisas, todo el conteni-
do del art. 3 tiene cabida como actos de transferencia 
o de posesión de bienes de origen ilícito, pero en la 
medida que el legislador ha impuesto una criminali-
zación específica para el transporte de dinero o títu-
los valores, entonces el reconocimiento de su propio 
contenido típico viene impuesto por el principio de 
especialidad. Como corolario, el transporte o traslado 
de bienes inmuebles –en los términos de la ley civil- 
que pueden ser llevados de un lugar a otro, como una 
nave o aeronave, o de bienes muebles diferentes al di-
nero o títulos valores que también sean susceptibles 
de ser movilizados, siempre de origen ilícito, tiene re-
levancia típica dentro de los alcances de los arts. 1 y 
2, según el traslado se ejecute en favor de un tercero o 
se trate de bienes propios, respectivamente.

2	 El objeto material del delito

En cuanto al objeto material del delito el D. Leg. 
N° 1106, al igual que la Ley N° 27765, recurre desde 
el nombre de la Ley al término general “activos” (“la-
vado de activos”), y de modo específico los arts. 1 y 
2 del D. Leg. N° 1106 se refieren en común al “dine-
ro, bienes, efectos o ganancias”, y el art. 3, como se 
acaba de ver, establece como objeto el “dinero o va-
lores”. En cuanto a la característica esencial de estos 
activos, los arts. 1, 2 y 3 indican que estos deben tener 
“origen ilícito”, el art. 10 pf. 1 relativo a la autono-
mía del delito de lavado de activos dice que deben ser 
“producto” de actividades criminales (“actividades 

criminales que produjeron”), los pf. 2 y 3 se refie-
ren a los ilícitos que generan activos (“generar ganan-
cias ilegales”, “actividades criminales generadoras”), 
mientras que al regular las agravantes el art. 4 pf. 2 
señala que los bienes, etc., deben “provenir” de la 
minería ilegal, etc. En suma, para la Ley se trata de 
activos que deben provenir o haberse originado, pro-
ducido o generado en actividades delictivas.

Este innecesario casuismo para definir el objeto ma-
terial no solo contrasta por ejemplo con regulaciones 
como la del CP español que en la definición del tipo 
básico de blanqueo de capitales se refiere en general 
a “bienes” que “tienen su origen en una actividad de-
lictiva” (art. 301.1), sino además con la regulación 
supranacional y nacional. En cuanto a la primera, el 
art. 3 de la Convención de Viena concreta el objeto 
material solo con la expresión “bienes” y los define 
en el art. 1 como “los activos de cualquier tipo, cor-
porales o incorporales, muebles o raíces, tangibles 
o intangibles, y los documentos o instrumentos lega-
les que acreditan la propiedad u otros derechos so-
bre dichos activos”, tales bienes deben provenir o ser 
producto de un delito, es decir que se trata de “bienes 
obtenidos o derivados directa o indirectamente de la 
comisión de un delito”. De modo semejante, el art. 
6 de la Convención de Palermo refiere que el blan-
queo debe recaer sobre “bienes” que “son producto 
del delito”, conceptos que define, casi en los mismos 
términos que la Convención de Viena, en el art. 2 li-
terales d) y e).

Respecto a la regulación nacional, los términos usa-
dos para concretar el objeto material del lavado de 
activos tampoco coinciden con los previstos en el 
art. 102 del CP, modificado por el art. único del D. 
Leg. N° 982 de 22.7.07, que extiende el decomiso a 
los “objetos de la infracción penal”, los “instrumen-
tos con los que se hubiere cometido” y a los “efec-
tos, sean estos bienes, dinero, ganancias o cualquier 
producto proveniente de dicha infracción”. Tampo-
co se guarda homogeneidad con la regulación de la 
incautación del art. 316.1 del Código Procesal Pe-
nal de 2004 que se refiere a los “efectos provenientes 
de la infracción penal”, “los instrumentos con que se 
hubiere ejecutado”, “así como los objetos del deli-
to”. La relevancia de estas comparaciones cobra ma-
yor sentido al apreciarse que el art. 9 del. D. Leg. 
N° 1106 establece que el Juez ordenará en todos los 
casos de lavado de activos la incautación o el decomi-
so del dinero, bienes, efectos o ganancias involucra-
dos, conforme a las reglas del art. 102 del CP.
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Estas diferencias, cuando no inconsistencias de la re-
gulación, no han sido suficientemente advertidas por 
la doctrina nacional. Así por ejemplo, no parece exis-
tir un argumento sólido para entender que los instru-
mentos del delito previo (instrumenta sceleris), es 
decir los objetos que, puestos en una relación de me-
dio a fin con la infracción, hayan servido para su eje-
cución o para su preparación70, puedan considerarse 
como objeto material de lavado de activos71, lo que 
no enerva la necesidad de que conforme al art. 102 
del CP dichos instrumentos deban ser incautados y 
decomisados en el proceso que se instaure por el deli-
to precedente, o incluso sean objeto de un proceso de 
pérdida de dominio en aplicación del art. 2.1 del nue-
vo D. Leg. N° 1104 de 19.4.12.

De hecho la propia legislación sobre pérdida de do-
minio define en la Disposición Complementaria Final 
Duodécima literal b), los “Instrumentos del delito” 
como los “Bienes o medios utilizados o destinados 
a ser utilizados, de cualquier forma, en su totalidad 
o en parte, a cometer o intentar cometer el delito”, 
y lo hace diferenciándolo del “objeto del delito” (li-
teral a), los “efectos del delito” (literal c) y “las ga-
nancias del delito” (literal d). Efectivamente, la Ley 
de Pérdida de Dominio define el objeto como los 
“bienes muebles o inmuebles sobre los que recae el 
delito”, los efectos son los “Bienes muebles, inmue-
bles, semovientes y otros animales directamente de-
rivados de la acción delictiva” (sic) y las ganancias 
“Los efectos mediatos o indirectos del delito, es decir 
los frutos y rentas de este”. Estos conceptos, si bien 
son ilustrativos para la interpretación del objeto de la 
conducta de lavado, son imprecisos frente a los alcan-
ces que la doctrina suele asignar a estas expresiones.

Y es que a mi entender, ya el concepto de bienes 
abarca tanto la noción de dinero, como de efectos y 

ganancias, lo que se aprecia con claridad en las am-
plias definiciones previstas en las Convenciones de 
Viena y de Palermo. Conforme al texto de la Ley, el 
lavado de activos puede recaer sobre el dinero que es 
una clase de bien mueble y corresponde a toda for-
ma de cash o efectivo, nacional o extranjero, en mo-
neda o billetes. También puede cometerse sobre los 
efectos o producto del delito (producta sceleris) que 
comprende los objetos o bienes que hayan sido pro-
ducidos mediante la acción delictiva72, por ejemplo 
una máquina fabricada violando una patente, el oro 
extraído mediante la minería ilegal, etc. Pueden la-
varse igualmente las ganancias del delito (scelere 
quasita), definida como todo beneficio o ventaja eco-
nómica, un bien desde luego, que obtiene el autor con 
la ejecución del delito73. Con todo, puede ser objeto 
de lavado cualquier bien que haya sido directamente 
generado por la comisión de un delito anterior como 
el producto del delito, el beneficio, la utilidad o la ga-
nancias, incluyendo entre estas últimas el precio, la 
recompensa o la promesa para cometer un delito, e 
incluso en algún caso el mismo objeto material del 
delito antecedente74.

A esta amplitud debe añadirse dos notas específicas. 
Por un lado, el bien debe ser susceptible de valora-
ción económica, y por ende debe ser pasible de in-
corporación al patrimonio o de incorporación a un 
derecho transmisible o ser objeto de derecho75, pues 
el blanqueo persigue la integración de bienes de apa-
riencia legítima en el patrimonio del autor76. Como 
corolario, los bienes carentes de relevancia económi-
ca son objetos inidóneos para la comisión del lavado 
de activos. En segundo término, los bienes deben ser 
susceptibles de tráfico mercantil lícito77, tal exigencia 
está implícita en la idea de circulación del bien por la 
economía legal que subyace en la ratio legis del pre-
cepto y en la finalidad del lavador78, se excluyen por 

70	 Gracia Martín, Luis, Miguel Ángel Boldova Pasamar y M. Carmen Alastuey Dobón, Lecciones de consecuencias jurídicas del 
delito, 2ª ed. Valencia, Tirant lo Blanch 2000, p. 397.

71	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 85. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Par-
te Especial, cit., p. 502.

72	 Gracia Martín, Luis y otros, Lecciones de consecuencias jurídicas del delito, cit., p. 398.
73	 Palma Herrera, José Manuel, Los delitos de blanqueo de capitales, cit., p. 310. Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo 

de capitales, cit., p. 204.
74	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 484.
75	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 311.
76	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 483.
77	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 311.
78	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 182.
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ello del tipo penal aquellos productos o efectos del 
delito de comercio prohibido, por ejemplo los billetes 
falsificados o los productos adulterados.

A diferencia por ejemplo del art. 278.1.a del CP ar-
gentino que estable en 50.000 pesos el valor mínimo 
de los bienes objeto de lavado, la regulación peruana 
no establece un umbral similar, lo que ha conducido a 
entender que el valor económico o el monto dinerario 
son irrelevantes para la tipicidad y la punición79. Para 
efectos de salvaguardar el principio de proporciona-
lidad, el Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 propu-
so tomar como referencia que el art. 3 del D. Leg. 
N° 813, Ley Penal Tributaria80, preveía una pena ate-
nuada cuando el tributo defraudado no superaba las 
5 UIT81, planteamiento que motivó que el art. 4 in 
fine del D. Leg. N° 1106 establezca como circunstan-
cia atenuante del lavado de activos que el valor de 
los bienes reciclados no supere las 5 UIT. A la par, 
la nueva legislación ha previsto como circunstancia 
agravante, en el art. 4 pf. 1 num. 3, que el bien supe-
re la 500 UIT. Estas reglas cuantitativas no enervan 
la atipicidad de la bagatela, aunque teóricamente po-
dría sostenerse que el sistema está configurado para 
la persecución de todos los casos de lavado de activos 
sin importar el valor de los bienes, lo cierto es que el 
sistema de prevención cuya operatividad depende de 
la práctica de los sujetos obligados, se rige bajo el cri-
terio de gestión, administración y mitigación del ries-
go de lavado de activos, de modo que los sistemas 
de detección de operaciones inusuales, y en tanto co-
rresponda su posterior calificación como sospechosa 
y el reporte ante la Unidad de Inteligencia Financiera, 
ya está predeterminado para pasar por alto o excluir 
ex ante potenciales conductas de lavado de activos 
de escasa trascendencia económica que, conforme 
a ello, pasan a conformar una amplia zona o franja 
de riesgo penalmente permitido, y más aún porque 
se trata de prácticas certificadas como suficientes o 

aceptables por las propias autoridades fiscalizadoras 
del sistema de prevención, las empresas auditoras ex-
ternas y las áreas de auditoría interna. Con un ejem-
plo, el comerciante informal que evade impuestos y 
deposita pequeñas cantidades mes a mes de la renta 
que ha ocultado al fisco en la cuenta de un familiar, 
difícilmente podrá ser detectado por los sofisticados 
y costosos software que utiliza la industria financie-
ra, salvo que en algún momento se genere una alerta 
específica, como ser elegido alcalde, y deba aplicarse 
un proceso de debida diligencia reforzada por ser un 
PEP o personaje políticamente expuesto.

3.	 El delito previo

Como se detalló antes, el D. Leg. N° 1106 usa has-
ta cuatro verbos para referirse al llamado proceso de 
contaminación del objeto material del delito. Los bie-
nes blanqueados deben tener un “origen ilícito”, pro-
venir de determinados delitos, haberse producido por 
“actividades criminales” o haberse generado “ilegal-
mente”. Originar, provenir, producir o generar son las 
cuatro formas con las que el legislador designa la co-
nexión de los activos lavados con el llamado “delito 
fuente”, “delito precedente”, “delito determinante”, 
“delito antecedente” o “delito previo”, es decir con el 
pasado delictivo de los bienes.

Aunque el legislador se refiera en varias ocasiones, 
de modo general, al origen ilícito de los bienes, ex-
presión que comprendería ilícitos de menor signifi-
cado social como los civiles o administrativos82, el 
art. 10 pf. 2 cierra el concepto cuando señala que 
el origen ilícito “corresponde a actividades crimi-
nales como los delitos de minería ilegal”, etc.83, de 
modo que no existen dudas en torno a que la fuen-
te de los bienes corresponde a la comisión de deli-
tos. Es más, aunque la cláusula abierta del citado pf. 
2 solo pone el acento en la capacidad del delito previo 

79	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 152. Igual, el Fundamento Jurídico 28 del 
Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10 relativo a “El delito de lavado de activos”.

80	 Fundamento Jurídico 29.
81	 De modo inconveniente el D. Leg. N° 1114 de 5.7.12 ha derogado esta atenuante que se fundaba en el menor desvalor del resul-

tado defraudatorio.
82	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 90.
83	 La norma cita de modo expreso 13 delitos en especial: 1) minería ilegal, 2) tráfico ilícito de drogas, 3) terrorismo, 4) los deli-

tos contra la administración pública, 5) secuestro, 6) proxenetismo, 7) trata de personas, 8) tráfico ilícito de armas, 9) tráfico ilí-
cito de personas, 10) los delitos tributarios, 11) la extorsión, 12) el robo y 13) los delitos aduaneros. A diferencia del art. 6 pf. 2 
de la Ley N° 27765, ahora se añade tres nuevos delitos al catálogo abierto: la minería ilegal, el tráfico ilícito de armas y los deli-
tos tributarios en general (antes se mencionada solo la defraudación tributaria). A su vez, se elimina de la lista los delitos contra 
el patrimonio en su modalidad agravada, incorporados en el 2 párrafo del art. 6 de la Ley N° 27765 por el art. único del D. Leg. 
N° 986 de 22.7.07.
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de “generar ganancias ilegales”, conforme al prin-
cipio de mínima intervención se considera que debe 
tratarse de delitos de cierta gravedad84. Así, la deter-
minación del delito precedente en el caso de delitos 
semejantes, deberá tener en cuenta que se trate de un 
delito grave y que a la vez genere una ganancia eco-
nómica85. En efecto, frente a los diferentes sistemas 
de determinación legal del delito fuente en el Dere-
cho comparado86, la regulación peruana los precisa 
“relativamente, en una suerte de catálogo abierto, 
pues en la lista de (...) delitos, que siempre será del 
caso acotar, se agregan delitos similares –obviamen-
te graves: sancionados con penas privativas de la li-
bertad significativas y realizados tendencialmente en 
delincuencia organizada– que generen ganancias ilí-
citas –su lógica delictiva se engarza en la genera-
ción de una ganancia económica que se pretenda 
sustraer del sistema de persecución estatal para su 
incautación o decomiso–, con excepción del delito de 
receptación”87.

Esta gran apertura del art. 10 pf. 2 a todo tipo de deli-
tos graves que generen ganancias, no ha evitado que 
el legislador, al igual que en la Ley N° 27765, exclu-
ya de modo expreso el delito de receptación del art. 

194 del CP del catálogo de delitos fuente, exclusión 
que debe considerarse tan justificada como contradic-
toria. Por una parte, la plurialudida diferencia de bien 
jurídico protegido, la receptación tutela el patrimo-
nio88 y el lavado de activos el sistema de administra-
ción de justicia89, y la semejante redacción de ambos 
preceptos, no parecen ya una justificación suficien-
te para dicha exclusión. Las sucesivas reformas del 
tipo penal agravado de receptación del art. 195 del 
CP, hasta la actual redacción conforme al art. único 
de la Ley N° 29583 de 19.9.10, han ampliado el ob-
jeto material de la receptación a delitos no patrimo-
niales como el secuestro, la extorsión y la trata de 
personas. A su vez, el propio art. 10 pf. 2 del D. Leg. 
N° 1106 considera que el lavado de activos también 
puede recaer sobre los bienes derivados del secues-
tro, la extorsión90 y la trata de personas, e incluso so-
bre el robo que sí es un delito patrimonial. Ante esta 
realidad legislativa, si aún se defendiera que la pro-
pia receptación y los delitos que la pueden preceder, 
no pueden considerarse delito fuente de lavado de ac-
tivos, tendría que llegarse a la absurda conclusión de 
que cualquier delito patrimonial, junto con el secues-
tro, la extorsión y la trata de personas, no pueden con-
figurar el delito previo del lavado de activos, pese a 

84	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit., p. 501.
85	 Caro John, José Antonio, “Consideraciones sobre el “delito fuente” del lavado de activos y su incidencia para determinación del 

“riesgo reputacional” de una institución financiera”, en: Dogmática penal aplicada. Lima, Ara 2010, p. 161, quien extiende esta 
doble exigencia incluso para restringir el ámbito de aquellos delitos expresamente mencionados en la Ley, por ejemplo no pue-
de aceptarse que todos los delitos contra la administración pública se consideren delito fuente sino aquellos graves y generado-
res de ganancias (p. 162) como el cohecho (art. 393ss.), el peculado (art. 387) o la colusión desleal (art. 384), quedando por ende 
al margen delitos como la malversación (art. 389) que por definición no dan lugar a la producción de ganancias. Finalmente, de 
modo referencial detalla algunos delitos equivalentes o similares que pueden considerarse delito previo: los delitos contra los de-
rechos de autor, contra la propiedad industrial, contra los bienes culturales, contra el orden financiero y monetario, contra los re-
cursos naturales y el medio ambiente, el lavado de activos y la falsificación de documentos (p. 164).

86	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., pp. 185-186, describe el sistema de numerus clausus (enume-
ración cerrada de un conjunto de supuestos que sirvan de base al blanqueo), de remisión a una categoría de delitos (descripción 
más abierta pero con un criterio delimitador, por ejemplo “delitos graves”), y el sistema mixto que conjuga las dos técnicas an-
tes mencionadas.

87	 Fundamento Jurídico 30 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
88	 Salinas Siccha, Ramiro, Delitos contra el patrimonio. 4ª ed. Lima, Grijley 2010, p. 264. García Cavero, Percy, Derecho penal 

económico. Parte Especial, cit., p. 491.
89	 Vid. en detalle, Caro Coria, Dino Carlos y Diana Marisela Asmat Coello, “El impacto de los Acuerdos Plenarios de la Corte Su-

prema N° 03-2010/CJ-116 de 16 de noviembre de 2010 y N° 7-2011/CJ-116 de 6 de diciembre de 2011 en la delimitación y per-
secución del delito de lavado de activos”, en: Libro homenaje al Prof. Dr. César Augusto Paredes Vargas. Lima, 2012, en prensa, 
apartado I. Del mismo modo, Caro John, José Antonio, “Impunidad del “autolavado” en el ámbito del delito de lavado de acti-
vos”. En: Dogmática penal aplicada, cit., pp. 184-185. Ragués I Vallès, Ramón, “Blanqueo de capitales y negocios standard. 
Con especial mención de los abogados como potenciales autores de un delito de blanqueo”, en: Silva Sánchez, Jesús-María (Dir). 
¿Libertades económicas o fraudes punibles?. Riesgos penalmente relevantes e irrelevantes en la actividad económico-empresa-
rial. Madrid/Barcelona, Marcial Pons 2003, p. 153. Tiedemann, Klaus, Manual de Derecho penal económico. Parte general y es-
pecial, cit., § 7/278 de la parte especial.

90	 Salinas Siccha, Ramiro, Delitos contra el patrimonio, cit., p. 366, considera que aquí se protege el patrimonio y la libertad 
personal.
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que el art. 10 pf. 2 los reconoce como tales de modo 
literal. O tendría que entenderse que el lavado de ac-
tivos sí puede recaer sobre esos bienes cuando no han 
sido objeto de receptación alguna, lo que podría con-
llevar que verdaderos casos de lavado de activos ter-
minen siendo tratados de modo privilegiado con las 
menores sanciones que se prevé para la receptación.

La única forma de compatibilizar estos dispositivos 
es bajo la comprensión de que el art. 10 pf. 2 solo ex-
cluye como delito fuente al delito de receptación del 
art. 194 y no a los posibles delitos fuente de la re-
ceptación. Así, puede haber lavado de activos deriva-
dos del robo agravado, el secuestro o de la extorsión, 
pero no hay espacio para el reciclaje de capitales pro-
venientes de la receptación, pese a que ello es teó-
ricamente posible: un reducidor de carros compra 
autopartes robadas, luego las vende e invierte las ga-
nancias en la compra de un auto nuevo. En este caso 
el reducidor solo podrá ser perseguido por recepta-
ción (comprar y vender las autopartes), pero también 
por el delito de lavado de activos derivado del robo 
de las autopartes (conversión o inversión de las ga-
nancias en la compra del auto), en base a conductas 
diferenciadas y conforme a las reglas del concurso 
real. La posibilidad de aceptar legalmente el con-
curso ideal entre receptación y lavado solo es posi-
ble tratándose de la receptación aduanera tipificada 
por el art. 6 de la Ley N° 28008 de 19.6.03, recien-
temente reformado por el art. 3 del D. Leg. N° 1111 
de 29.6.12, que puede erigirse como delito previo del 
lavado de activos porque el art. 10 pf. 2 del D. Leg. 
1106 reconoce como delito fuente a los delitos adua-
neros en general: el comerciante que compra a sa-
biendas bienes derivados del contrabando y los oculta 
perfecciona así la receptación aduanera, y si además 
lo hace para evitar la incautación por parte de las au-
toridades que han detenido al contrabandista, tam-
bién se configura el lavado de activos.

El delito precedente debe ser en esencia doloso, aun-
que excepcionalmente podría admitirse la modalidad 

culposa siempre que genere ganancias y se conside-
re grave91, pero ello no acontece de lege lata en nues-
tro sistema que prevé penas de menor trascendencia 
para los delitos imprudentes que pueden generar be-
neficios92, como es el caso del tipo de disminución 
culposa del patrimonio concursal (art. 210, privación 
de libertad de 18 meses a 3 años) o de contaminación 
ambiental imprudente (art. 304 pf. 2, pena de hasta 3 
años de privación de libertad). En cuánto al grado de 
realización del delito previo, se exige por lo menos la 
tentativa93, también se aceptan los actos preparatorios 
punibles, siempre en la medida que de ellos deriven 
bienes idóneos para ser objeto de blanqueo94.

De acuerdo con el art. 2.2 del Código Penal95, los 
Tribunales peruanos tienen competencia para cono-
cer y juzgar el delito de lavado de activos cometido 
en el extranjero solo si produce efectos en el territo-
rio nacional, aunque esta regla excepcional no puede 
extenderse sin más al delito precedente que por de-
finición es autónomo e independiente del ilícito de 
lavado. Se ha sostenido sin embargo que el delito pre-
cedente puede haberse cometido en el territorio na-
cional o en el extranjero, en este último caso suele 
exigirse la doble incriminación como en la extradi-
ción, el hecho debe ser punible tanto en el Perú como 
en el lugar donde se cometió96, pero esta solución ca-
rece hasta la fecha de soporte en el Derecho nacional, 
a diferencia de regulaciones como la española (art. 
301.4 del CP) y la alemana (§ 261 (8) del StGB) que 
sí contemplan previsiones expresas en tal sentido. 
Con ello subsisten las dudas sobre si el carácter gra-
ve del delito previo debe determinarse conforme al 
Derecho peruano o extranjero, o si la acreditación del 
delito previo debe darse conforme al estándar proba-
torio local o foráneo.

La autonomía del delito de lavado de activos fue es-
bozada primero por el art. 6 pf 3 de la Ley N° 27765, 
según el cual “En los delitos materia de la presente 
ley, no es necesario que las actividades ilícitas que 
produjeron el dinero, los bienes, efectos o ganancias, 

91	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 189.
92	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 95.
93	 Así, el Fundamento Jurídico 11 del Acuerdo Plenario N° 7-2011/CJ-116 de 6.12.11.
94	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 486.
95	 Modificado por el art. 1 del D. Leg. N° 982 de 22.7.07, que amplió el principio real o de defensa, Vid. Caro Coria, Dino Carlos. 

“Comentarios sobre el Decreto Legislativo N° 982, que reforma el Código Penal”, en: JuS Legislación 7/2007, pp. 274-275.
96	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 487. Galvez Villegas, To-

más Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 96. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Especial, cit.,  
pp. 504-505.
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se encuentren sometidas a investigación, proceso ju-
dicial o hayan sido objeto de sentencia condenato-
ria”. Esta fórmula fue objeto de múltiples críticas, en 
particular porque la no exigencia de investigación del 
delito previo podía conducir a condenas sin que se 
haya acreditado el origen ilícito de los bienes97, ante 
lo cual se llegó a proponer, en contra del Derecho po-
sitivo pero en base a garantías constitucionales esen-
ciales como la presunción de inocencia, el derecho 
de defensa y el debido proceso, que la investigación 
del delito previo debía al menos haberse iniciado jun-
to con la del lavado de activos y que de no hallarse 
indicios suficientes sobre el delito fuente entonces la 
investigación por lavado debía cerrarse98. Esta inter-
pretación correctiva fue complementada en nuestro 
medio con los aportes de la doctrina española99, en 
el sentido de que no era necesario acreditar todos los 
elementos del delito previo, el injusto culpable (in-
cluso punible), sino y únicamente que la conducta ge-
neradora de los bienes es típica y antijurídica, es decir 
la existencia de un injusto penal100, lo que ha venido 
a identificarse como el criterio de la “accesoriedad 
limitada”101, la “relación de accesoriedad limitada” 
entre el delito previo y el blanqueo de capitales102, o 
la “relación de integración” porque el hecho previo 
es solo un elemento que complementa o se integra al 
tipo de blanqueo103. Aunque como veremos luego, la 
relación entre el delito precedente que dispensa el ob-
jeto material y el delito de lavado de activos, no pue-
de ser otra que una de imputación objetiva.

La Corte Suprema adoptó en el año 2010, con carác-
ter vinculante, solo una parte de estos lineamientos y 
ha desarrollado algunos postulados sobre la prueba 

del delito fuente. Se ha establecido “que la vincula-
ción de la actividad de lavado de activos con el delito 
fuente no puede supeditarse a la estricta aplicación 
de las reglas de la accesoriedad que pueda condicio-
nar su naturaleza de figura autónoma y del bien jurí-
dico también autónomo, afectado por el lavado”, sin 
embargo “El delito fuente, (...), es un elemento obje-
tivo del tipo legal (...) y su prueba condición asimis-
mo de tipicidad. No es menester como se ha indicado 
anteriormente, que conste acreditada la comisión 
mediante sentencia firme, ni siquiera que exista in-
vestigación en trámite ni proceso penal abierto. Es 
decir, expresamente se ha descartado una prejudi-
cialidad homogénea de carácter devolutiva”104. Pero 
ello no enerva la necesidad de que en el mismo pro-
ceso por lavado de activo deba ejercerse una mínima 
actividad probatoria en torno al delito fuente, se se-
ñala en ese sentido que “El tipo penal de lavado de 
activos solo exige la determinación de la proceden-
cia delictiva de dinero, bienes, efectos o ganancias 
que permita en atención a las circunstancias del caso 
concreto la exclusión de otros posibles orígenes. No 
hace falta la demostración acabada de un acto delic-
tivo específico, con la plenitud de sus circunstancias, 
ni de los concretos partícipes en el mismo (...); es su-
ficiente la certidumbre sobre su origen, conocimien-
to de la infracción grave, de manera general. Ha de 
constatarse algún vínculo o conexión con actividades 
delictivas graves (...) o con personas o grupos rela-
cionados con la aplicación de este tipo legal”105. Así 
delimitado el objeto de prueba, la Corte Suprema de-
sarrolla con poca novedad los lineamientos básicos 
de la prueba indiciaria, considerada como idónea y 

97	 Bramont-Arias Torres, Luis, “Alcances de la ley penal contra el lavado de activos”, en: Actualidad Jurídica, T. 105, agosto 2002, 
p. 64.

98	 Galvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 308. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. 
Parte Especial, cit., p. 505.

99	 En base a una norma que no tiene equivalencia en la legislación peruana, el art. 300 del CP español establece que las disposicio-
nes del capítulo sobre lavado de activos y receptación “se aplicarán aún cuando el autor o el cómplice del hecho del que pro-
vengan los efectos aprovechados fuera irresponsable o estuviera penalmente exento de pena”. Esto significa que para efectos 
dogmáticos y de prueba, es suficiente que el delito previo se entienda como comportamiento antijurídico o injusto penal.

100	 Bramont-Arias Torres, Luis, “Algunas precisiones referentes a la ley penal contra el lavado de activos”, cit., p. 522. Galvez Vi-
llegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 95. García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte Espe-
cial, cit., pp. 503-504.

101	 Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 486, aunque califica esta deno-
minación de impropia porque el blanqueo no es un delito accesorio del delito previo.

102	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 198.
103	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., pp. 314-315, p. 325 nota 243.
104	 Fundamento Jurídico 32 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
105	 Fundamento Jurídico 35 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
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útil en los procesos vinculados a la criminalidad or-
ganizada en donde la prueba directa está ausente106. 
Ello calza con el propio enunciado de la parte final 
del pf. 2 del art. 10 del D. Leg. 1106 conforme al 
cual “El origen ilícito que conoce o debía conocer el 
agente del delito podrá inferirse de los indicios con-
currentes en cada caso”, norma que reproduce casi 
con exactitud el contenido del pf. 1 del art. 6 de la 
derogada Ley N° 27765 y que en gran medida tuvo 
como fuente el art. 3.3 de la Convención de Viena107 
y del art. 6.2.f de la Convención de Palermo108 que re-
conocen la relevancia de la prueba indiciaria109. Así, 
y volviendo sobre el Acuerdo Plenario, finalmente 
la Corte Suprema enuncia y desarrolla, también con 
escasa novedad, el sentido de algunos indicios que, 
conforme a la experiencia criminológica, criminalís-
tica y jurisprudencial, son recurrentes en los casos de 
lavado de activos110.

Este desarrollo jurisprudencial mantiene actualidad 
pese a que el art. 10 pf. 1 del D. Leg. N° 1106 ha radi-
calizado la noción de “autonomía” del delito de lava-
do de activos. El nuevo dispositivo establece que “El 
lavado de activos es un delito autónomo por lo que 
para su investigación y procesamiento no es necesa-
rio que las actividades criminales que produjeron el 
dinero, los bienes, efectos o ganancias, hayan sido 
descubiertas, se encuentren sometidas a investiga-
ción, proceso judicial o hayan sido previamente obje-
to de prueba o sentencia condenatoria”. Al igual que 
la regulación derogada, no es necesario que el delito 
previo haya sido en el pasado objeto de investigación 
o fallo alguno, dicha actividad probatoria deberá eje-
cutarse cuando menos en el proceso penal que se ins-
taure por el delito de lavado de activos. Antes bien, 
es de destacarse dos novedades, por un lado se ha en-
fatizado la no necesidad de que el delito fuente haya 
sido objeto de prueba alguna en cualquier contexto, 
dentro o fuera de un proceso oficial, lo que parece 

abrir la puerta a investigaciones o procesos por lava-
do de activos que pueden iniciarse sin prueba alguna 
del delito fuente que se postule. En esa misma línea 
restrictiva de derechos fundamentales, es más grave 
todavía que la ley acepte la posibilidad de investigar 
el delito de lavado sin que el delito fuente haya sido 
descubierto, lo que entendido de modo literal podría 
justificar la realización de investigaciones por lavado 
sin la identificación y delimitación del delito prece-
dente, sin una hipótesis, por preliminar o provisio-
nal que fuera, sobre el delito fuente. En ese contexto, 
con simples alertas como el desbalance patrimonial 
de una persona, podría dictarse una decisión de dili-
gencias preliminares o de formalización de investi-
gación preparatoria en donde la investigación gire en 
torno al enriquecimiento del particular111 y no al pre-
sunto delito que lo originó, y simplemente porque no 
es necesario que este haya sido descubierto. Princi-
pios constitucionales básicos como el de imputación 
necesaria, el derecho de defensa o el derecho a pro-
bar, fundamentan la necesidad de determinación del 
delito precedente en toda investigación por lavado de 
activos112 y, en consecuencia, la inaplicación de estos 
extremos de la nueva norma

4.	 La imputación objetiva en los procesos de 
contaminación/descontaminación del objeto 
material

En la medida que el bien a reciclar puede provenir de 
modo directo o indirecto de cualquier delito previa-
mente cometido, se acepta que el lavado de activos 
también se configure como delito fuente de un nue-
vo acto de lavado, con ello se da paso a la sanción 
del llamado “lavado sustitutivo o por sustitución”, en 
donde el bien se sustituye o se transforma completa-
mente al punto de no quedar nada del bien originario, 
así como del “lavado en cadena” que implica la su-
cesión de diversos actos de reciclaje en base al mismo 

106	 Fundamento Jurídico 33 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
107	 “El conocimiento, la intención o la finalidad requeridos como elementos de cualquiera de los delitos enunciados en el párrafo 1 

del presente artículo podrán inferirse de las circunstancias objetivas del caso”.
108	 “El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento de un delito tipificado en el párrafo 1 del presente 

artículo podrán inferirse de las circunstancias fácticas objetivas”.
109	 Abel Souto, Miguel, El blanqueo de dinero en la normativa internacional, cit., pp. 102-103, 251.
110	 Fundamento Jurídico 34 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
111	 Como sanciona el art. 327 del CP colombiano al incriminar al que “de manera directa o por interpuesta persona obtenga, para 

sí o para otro, incremento patrimonial no justificado, derivado de una u otra forma de actividades delictiva”. Vid., Camargo, Pe-
dro Pablo, El delito de enriquecimiento ilícito, 4ª ed. Bogotá, Leyer 2002, pp. 43ss.

112	 Castillo Alva, José Luis, “La necesidad de determinación del “delito previo” en el delito de lavado de activos. Una propuesta de 
interpretación constitucional”, cit., pp. 341ss.
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bien u otros que deriven del mismo113. Los procesos 
de sustitución y blanqueo en cadena pueden corres-
ponder, según cada caso, a supuestos de conversión 
de activos, específicamente a conductas de transfor-
mación, o transferencia de bienes, y en ellos es co-
mún que se produzca la mezcla o contaminación de 
activos de origen lícito con los de procedencia ilíci-
ta. La admisión de estas modalidades típicas requiere 
sin embargo la identificación de límites precisos a fin 
de evitar una sobrecriminalización ad infinitum o la 
punición de conductas por la simple conexión causal, 
por lejana que fuera, con bienes que han sido objeto 
de actos de blanqueo de capitales. El injusto del lava-
do de activos no puede reducirse “a cualquier con-
tacto con los bienes originarios en la ejecución de 
conductas delictivas, dado que se termina atribuyen-
do a los bienes de origen ilícito una capacidad ilimi-
tada de contaminación respecto a los de procedencia 
lícita, cuando estos se intercambian o se mezclan”114. 
Por esa vía, en un corto tiempo podría llegarse a con-
siderar contaminada una parte esencial de la econo-
mía legal115.

La necesidad de diferenciar los activos de fuente ilí-
cita de aquellos de procedencia lícita, tanto en los ca-
sos de transformación o conversión total o parcial de 
bienes, como de mezcla, ha quedado claramente ex-
presada en las Convenciones de Viena116 y de Paler-
mo117. Conforme a esta regulación de Derecho penal 
internacional, las medidas de coerción reales como el 
embargo o la incautación, o la consecuencia jurídico-
patrimonial del delito que se concreta en el comiso 
o decomiso, solo pueden afectar el patrimonio con-
taminado, dejándose indemnes los activos de fuente 
lícita. Aunque estas reglas no han sido implementa-
das en el Derecho interno, debe aceptarse su aplica-
ción directa e inmediata porque conforme al art. 55 
de la Constitución, los tratados celebrados por el Es-
tado y en vigor forman parte del Derecho nacional118, 
y si versan sobre derechos reconocidos por la Cons-
titución, en este caso el patrimonio que se puede ver 
afectado por el embargo, la incautación o el comiso, 
se consideran que tienen rango constitucional confor-
me a la Cuarta Disposición Final y al contenido de los 
arts. 2 y 3 de la Ley Fundamental119. Evidentemente 

113	 Gálvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., pp. 92-93. García Cavero, Percy, Derecho penal económi-
co. Parte Especial, cit., p. 502. Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 193.

114	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 
(art. 301 CP), cit., p. 325.

115	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 288.
116	 “Artículo 5.- Decomiso (...)
	 6. a) Cuando el producto se haya transformado o convertido en otros bienes, estos podrán ser objeto de las medidas aplicables al 

producto mencionadas en el presente artículo.
	 b) Cuando el producto se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, sin perjuicio de cualquier otra facultad de in-

cautación o embargo preventivo aplicable, se podrán decomisar dichos bienes hasta el valor estimado del producto mezclado.
	 c) Dichas medidas se aplicarán asimismo a los ingresos u otros beneficios derivados de:
	 i) el producto.
	 ii) los bienes en los cuales el producto haya sido transformado o convertido; o
	 iii) los bienes con los cuales se haya mezclado el producto de la misma manera y en la misma medida que el producto. (...).
	 8. Lo dispuesto en el presente artículo no podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. (...)”
117	 “Artículo 12. Decomiso e incautación (...)
	 3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros bienes, esos bienes podrán ser 

objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo.
	 4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos bienes podrán, sin menosca-

bo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación, ser objeto de decomiso hasta el valor estimado del produc-
to entremezclado.

	 5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que se haya transformado o convertido el 
producto del delito o de bienes con los que se haya entremezclado el producto del delito también podrán ser objeto de las medi-
das previstas en el presente artículo, de la misma manera y en el mismo grado que el producto del delito. (...)

	 7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el origen lícito del presunto pro-
ducto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con los principios de su derecho 
interno y con la índole del proceso judicial u otras actuaciones conexas.

	 8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. (...)”
118	 Novak, Fabián y Elizabeth Salmón, Las obligaciones internacionales del Perú en materia de Derechos Humanos, Lima, PUCP 

2000, p. 108. San Martín Castro, César, Derecho procesal penal, Vol. I. 2ª ed. Lima, Grijley 2003, p. 19.
119	 Novak, Fabián y Elizabeth Salmón, Las obligaciones internacionales del Perú en materia de Derechos Humanos, cit., p. 123.
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las Convenciones de Viena y de Palermo no son tra-
tados sobre Derechos Humanos, pero contemplan re-
glas que afectan y protegen derechos fundamentales 
como el patrimonio de la persona, en concreto el de-
recho a diferenciar y salvaguardar de cualquier me-
dida temporal o definitiva el patrimonio de origen 
lícito. Acorde con ello, el art. 253 del Código Proce-
sal Penal de 2004 impone que la restricción de estos 
derechos fundamentales a través de las medidas coer-
citivas se someta a las garantías y principios esencia-
les como los de proporcionalidad y razonabilidad120 
que, aplicados al caso, conllevan la necesidad de que 
una investigación por lavado de activos, y por ende la 
sentencia final, solo puedan afectar los bienes de ori-
gen ilícito.

Zanjado lo anterior, la cuestión que se plantea es otra 
y consiste en establecer las reglas de imputación, o de 
no imputación, cuando el objeto material del delito es 
el producto de la mezcla entre activos de origen líci-
to e ilícito, o cuando dicho objeto ha sido transforma-
do o sustituido. Los planteamientos más difundidos 
en esa dirección son los de Barton121, expuestos y 
adaptados para el Derecho español por Blanco Cor-
dero122, quien propone resolver o establecer los ne-
xos entre los bienes y la conducta delictiva previa 
aplicando los mismos criterios que sirven para atri-
buir un determinado resultado a una conducta123, por 
ello analiza el valor de las teorías de la causalidad, 
en concreto la equivalencia de las condiciones, de la 
adecuación y de la imputación objetiva, decantándo-
se por esta última: “un bien no procede de un hecho 
delictivo (...) cuando según la teoría de la imputa-
ción objetiva se rompe el nexo causal existente con-
forme a consideraciones normativas. Se podría decir 
que la causalidad exigida con un delito previo no se 
da cuando este no es jurídicamente significativo para 
el bien”124. Bajo esa línea, considera por ejemplo que 

los casos de mezcla de bienes lícitos e ilícitos sobre 
los cuales se ejecutan conductas de lavado posterio-
res, y la hipótesis de plusvalía y rendimiento de los 
bienes mezclados, deben resolverse conforme al cri-
terio de la “significancia jurídica”: “allí donde la 
correlación entre elementos manchados y no man-
chados de un bien lleve al resultado de que los pri-
meros no son significativos para el bien, la mezcla 
no debe considerarse proveniente de un delito pre-
vio”125, significancia que Barton concreta en base a 
criterios “socioeconómicos”, o más bien matemáti-
cos, si la parte del bien que se origina en un delito an-
terior fluctúa entre el 1/1000 y el 5/100, entre 0.1% 
y 5%, entonces el bien no puede considerarse de pro-
cedencia ilícita, si supera el 5% ya se erige como un 
bien idóneo para el blanqueo126. Pero en estricto, Bar-
ton apuesta por una teoría de la imputación objeti-
va que no aplica, identifica una serie de supuestos en 
los que a su juicio no existe “significación jurídica” 
sin explicar si ello corresponde al criterio de peligro-
sidad de la acción (riesgo permitido o no creación de 
un riesgo jurídicamente relevante) o al ámbito de pro-
tección de la norma (no realización del riesgo en el 
resultado)127.

Partiendo igualmente del nivel de significancia, 
Blanco Cordero considera que “el recurso al prin-
cipio de proporcionalidad y al análisis del caso con-
creto en relación con el grado de correlación entre 
la parte legítima y la delictiva, han de ser utiliza-
dos por el juez en la decisión de estos supuestos”128. 
Así, junto a las teorías de la causalidad impone otros 
correctivos jurídico-civiles, la adecuación social y 
las reducciones teleológicas129, aunque sacrifican-
do la coherencia de su planteamiento, por ejemplo 
considera en base a la equivalencia de las condicio-
nes que los bienes producidos por una corporación 
no están contaminados aún cuando el delincuente ha 

120	 Cáceres Julca, Roberto, Las medidas de coerción procesal. Sus exigencias constitucionales, procesales y su aplicación jurispru-
dencial, Lima, Idemsa 2006, pp. 39ss.

121	 Su conocido trabajo sobre el objeto de la acción en el lavado de dinero, Barton, Stephan. “Das Tatobjekt der Geldwäshe: Wann 
rührt ein Gegenstand aus einer der im Katalog des § 261 I Nr. 1-3 StGB bezeichnet Straftaten her?”, en: Neue Zeitschrift für Stra-
frecht, vol. 4, 1993, pp. 159ss.

122	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., pp. 294ss.
123	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 208.
124	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 295.
125	 Ibid., p. 297.
126	 Ibid., p. 297, notas 332 y 335.
127	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 208.
128	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 300.
129	 Ibid., pp. 295 ss. Le sigue, Martínez-Buján Pérez, Carlos, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, cit., p. 488.
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adquirido una participación en la empresa con dine-
ro de origen ilegal130, o con base en la teoría de la 
adecuación también concluye que no está mancha-
do el jugoso premio obtenido mediante un ticket de 
lotería comprado con dinero de fuente ilícita131. De 
esta manera Blanco Cordero “resuelve cada uno de 
los supuestos problemáticos en base a una teoría de 
la causalidad distinta, con lo que su argumentación, 
aceptable caso por caso, pierde coherencia si es va-
lorada en su conjunto”132.

También en la doctrina española, Aránguez Sánchez 
postula la incapacidad de rendimiento de la teorías de 
la equivalencia de las condiciones, de la adecuación 
o de la imputación objetiva para fundamentar la des-
contaminación del bien, porque se trata de construc-
ciones que por el contrario sirven para fundamentar o 
afirmar la relación de causalidad entre la conducta y 
el resultado, y no para romper ese nexo o vínculo en-
tre el bien y el delito precedente133. Para este autor es 
necesario en consecuencia recurrir a una interpreta-
ción teleológica, es decir al fin de la regulación con-
tra el blanqueo de capitales, “que no es otro que el 
aislamiento de los beneficios procedentes de un deli-
to grave del tráfico económico legal”134. Pero la inter-
pretación teleológica que postula Aránguez Sánchez 
parece jugar un rol meramente secundario o auxiliar, 
y es que pese a las críticas a Barton e Isidoro Blan-
co, el autor enfrenta el supuesto básico de mezcla de 
bienes de procedencia ilícita con los de origen líci-
to, adoptando los planteamientos del propio Barton, 
quien “resuelve el supuesto en base a la significación 
jurídica de la parte sucia en relación a la limpia” 

135”. Ante el modelo de Barton, el autor español solo 
incorpora dos matizaciones, por un lado cuestiona 

la relevancia del criterio porcentual136, plantea que 
un mejor criterio es “considerar que siempre que se 
pueda conocer que una parte de un bien tiene pro-
cedencia ilícita, entonces ese bien puede ser objeto 
material del blanqueo”137. En segundo término, dado 
que la descontaminación por mezcla solo tiene sen-
tido cuando el bien tenga una unidad, si el bien es 
divisible –dinero por ejemplo– podrá escindirse la 
parte de origen delictivo, entonces “si de un conjun-
to pueden separarse (antes de la mezcla) los bienes 
de ilícita procedencia, estos no pierden tal condición, 
aunque supongan una parte insignificante del con-
junto (luego de la mezcla)”138.

Este mismo tratamiento de los casos de mezcla es 
extendido por el autor a otros cuatro supuestos ge-
neralmente referidos en la doctrina como casos autó-
nomos, pero que en rigor configuran modalidades de 
aquella: 1) los beneficios ordinarios producidos por 
el bien de origen ilícito (los intereses de un depósi-
to bancario, las utilidades de las acciones) también 
adoptan ese origen ilícito, porque derivan directa-
mente de dicho bien y se mezclan con este, salvo que 
el bien originalmente ilícito sea divisible en cuyo 
caso solo se contamina el beneficio en la proporción 
correspondiente139; 2) los beneficios extraordinarios 
(ganar la lotería!) producidos por el bien de origen 
ilícito (el ticket) no se contaminan porque solo una 
ínfima parte del capital tiene origen ilegal, carecien-
do de la significación necesaria para extender el efec-
to contaminante140; 3) las trasmisiones parciales de 
un bien parcialmente proveniente de un delito grave 
(una cuenta bancaria mezcla capitales de origen ilíci-
to y lícito, y se transfiere una parte de dicho capital 
a otra cuenta), están contaminadas en la proporción 

130	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 291.
131	 Ibid., p. 293.
132	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 209, extendiendo tal crítica a Del Carpio Delgado, Juana, 

El delito de blanqueo de bienes en el nuevo Código Penal, cit., p. 109, quien también ha postulado acudir a la teorías de la equi-
valencia de las condiciones, de la adecuación y de la imputación objetiva.

133	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 209. Del mismo modo, Arias Holguín, Diana Patricia, As-
pectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales (art. 301 CP), cit., p. 325, nota 244.

134	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., pp. 209-210.
135	 Ibid., p. 211.
136	 Como se explicó antes, para Barton si la parte de origen delictivo no supera el rango de 0.1% a 5%, entonces el bien no se re-

putará contaminado, si supera el 5% será lo contrario, y “Entre esos límites la cuestión ha de resolverse atendiendo a cada caso 
concreto, dependiendo del tipo de objeto que se trate y la forma en la que se mezcló con bienes de ilícita procedencia”, Ibid., p. 
211.

137	 Ibid., p. 211.
138	 Ibid., pp. 211-212, textos entre paréntesis añadidos.
139	 Ibid., pp. 212-213.
140	 Ibid., p. 213.
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que de origen ilícito tenía el bien producto de la mez-
cla141; y, 4) si se transforma el bien por el trabajo de 
un tercero, no hay contaminación si dicho bien no 
tiene un valor significativo frente al trabajo realiza-
do (lienzo/pintura)142. El autor analiza tres supuestos 
más distintos a la mezcla: 5) en los casos de devalua-
ción (carro nuevo/carro depreciado o incluso chata-
rra) y revalorización (un inmueble que multiplica su 
valor por el cambio de uso o la mayor demanda) del 
bien de origen ilícito, dicho origen subsiste, porque 
se trata exactamente del mismo bien, y en el último 
caso se produce el contagio de la ilicitud originaria a 
la parte revalorizada; 6) si el bien de origen ilícito se 
adquiere “de buena fe”, sin poder conocerse el origen 
ilícito, el bien se descontamina, al menos provisio-
nalmente, aunque en su lugar queda contaminado el 
bien obtenido como contraprestación por la transmi-
sión, el nexo de ilicitud resurge si luego otro adquie-
re el mismo bien sabiendo de su origen delictivo, por 
ello se considera en rigor que la adquisición de bue-
na fe es solo un supuesto de “transacción económica 
neutra” incapaz de afectar el bien jurídico143; y, 7) si 
se produce la prescripción o despenalización del he-
cho delictivo, el origen delictivo del bien desaparece, 
el bien se descontamina144.

La conocida vinculación entre contaminación/des-
contaminación y comiso ha sido defendida en el 
Derecho penal alemán por Vogel145, y en Suiza por 
Graber146. Este último sostiene que solamente podría 
ser bien apto para la confiscación –y, por ende, para 
el lavado de activos147-, la parte de origen ilegal y no 
el resto, conclusión que viene avalada de cierta for-
ma por el art. 5.6.b) de la Convención de Viena y el 
art. 12.4 de la Convención de Palermo que, en los 
casos de mezcla, resuelven que solo podrán decomi-
sarse los bienes hasta el valor estimado del producto 

de origen delictivo mezclado. En la literatura españo-
la, Palma Herrera considera que quienes proponen 
resolver los casos de mezcla conforme a la “signifi-
cancia” o la “cognoscibilidad” cometen el yerro de 
equiparar el objeto material con la totalidad del bien 
sobre el que recae la conducta típica148, cuando en es-
tricto “el objeto material será el bien pero solo en la 
proporción en la que el mismo procede de un delito 
(...) Y sí, como hemos visto, basta con una sola pese-
ta de procedencia delictiva para entender realizado 
el tipo penal, aunque solo sea de origen delictivo, el 
bien, en esa ínfima parte, podrá ser objeto material 
de un delito de blanqueo”149.

En esta línea de ideas, en los casos de revalorización 
del bien por el trabajo de un tercero, el incremento 
económico suscitado deberá estimarse de origen líci-
to150. En el supuesto de transformación no se pierde 
el origen ilícito porque el art. 127.1 del Código Pe-
nal español impone que el decomiso procede “cuales-
quiera que sean las transformaciones que hubieren 
podido experimentar” los bienes151, conclusión com-
patible con el art. 102 del Código Penal peruano, re-
formado por el art. 1 del D. Leg. N° 982 de 22.7.07, 
que extiende el comiso a “cualquier producto prove-
niente” de la infracción. En los casos de sustitución, 
y concretamente en la adquisición por un tercero de 
buena fe, Palma Herrera interpreta que el nexo del 
bien con el delito previo no se pierde nunca, aunque 
en los casos de buena fe decaiga la pretensión esta-
tal de decomisar para salvaguardar de modo excep-
cional al adquirente152, como establece expresamente 
la parte final del art. 127.1 del texto español, solu-
ción que para un sector de la doctrina nacional tam-
bién contemplaría el texto actual del art. 102 del texto 
peruano153, aunque esto pueda ponerse en duda por 
la ausencia de una declaración expresa de tutela al 

141	 Ibid., p. 215.
142	 Ibid., p. 216.
143	 Ibid. p. 217.
144	 Ibid., pp. 218-219.
145	 Citado por Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 209.
146	 Citado por Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 298.
147	 Ibid., p. 298, vid la nota explicativa 341.
148	 Palma Herrera, José Manuel, Los delitos de blanqueo de capitales, cit., pp. 363-364.
149	 Ibid., pp. 363-364.
150	 Ibid., p. 364.
151	 Ibid., p. 364.
152	 Ibid., p. 366.
153	 García Cavero, Percy, Lecciones de Derecho penal. Parte general. Lima, Grijley 2008, p. 750, “el decomiso debe tener como lí-

mite la adquisición onerosa por un tercero de buena fe, en la medida que, de otro modo, se afectaría sensiblemente la seguridad 
en el tráfico patrimonial”.
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adquirente de buena fe, la que sí podía deducirse del 
texto anterior del art. 102 que excluía el comiso de 
bienes “que pertenezcan a terceros no intervinientes 
en la infracción”154, y más porque el art. 948 del Có-
digo Civil, pese a la buena fe, excluye la adquisición 
a non domino de bienes muebles “adquiridos con in-
fracción de la ley penal”. Finalmente, Palma Herrera 
señala que únicamente la despenalización del hecho 
previo tiene la aptitud suficiente para descontaminar 
o desvincular el bien de su origen delictivo, lo que no 
acontece con la prescripción que “no niega la exis-
tencia de un hecho típico y antijurídico previo”155, 
aunque también aquí se pierda el interés estatal de 
perseguir el blanqueo de capitales porque no existen 
bienes decomisables156.

Arias Holguín adopta los postulados de Palma He-
rrera, para ella el comiso define el límite para la cons-
titución del objeto material del blanqueo, “porque 
justamente este es el instrumento mediante el cual el 
ordenamiento jurídico proscribe la circulación por 
el sistema financiero de los activos que son origina-
dos en la ejecución de conductas delictivas. Fuera de 
estos eventos los bienes son transferibles y disponi-
bles”157. Y frente a críticas que inciden en la evidente 
diferencia de fines entre el blanqueo y el comiso158, la 
autora niega que la función del tipo de blanqueo estri-
be en el aseguramiento del comiso, pues “tan solo se 
trata de buscar el recurso para realizar el juicio so-
bre si los bienes que se han originado en la comisión 
de conductas delictivas, pero que mediante otras ope-
raciones o transacciones se han sustituido o trans-
formado, reúnen las características requeridas para 
ser el objeto material de esta incriminación”159. Bajo 
esta perspectiva, la verdadera complicación de los ca-
sos de mezcla son, como en el comiso, los problemas 

de prueba para determinar qué bienes o qué parte de 
estos tienen origen ilícito y cuáles no. Por ejemplo, 
no es aceptable calificar como íntegramente de origen 
ilegal un bien mezclado respecto del cual solo se ha 
probado su ilegalidad en una parte, y cargar al titular 
de los bienes con la prueba de que si existe una parte 
de origen legal160. Aunque, como concluye Arias Hol-
guín, dicho debate no puede afectar el juicio sobre la 
idoneidad de los límites del comiso para constituir el 
objeto material del delito de blanqueo de capitales161.

La revisión de todos estos aportes evidencia los es-
fuerzos de la doctrina de la parte especial por deli-
mitar o acotar la conexión entre el bien y su origen 
delictivo, o dicho de otro modo por determinar en qué 
casos el objeto material del delito es un objeto idóneo 
para la comisión del lavado de activos. No se enfren-
ta por lo tanto un problema de determinación de la re-
lación o grado de accesoriedad o integración entre el 
delito precedente y el blanqueo como se ha sosteni-
do, tampoco se trata de un problema de causas equi-
valentes o de adecuación social, al menos no como 
ha sido descrito por la doctrina referida. El asunto 
de la idoneidad o suficiencia del objeto material de 
la conducta debe enfrentarse desde la perspectiva de 
la imputación objetiva. Definir si el patrimonio que 
deriva de la mezcla de activos de doble fuente, legal 
e ilegal, o si el bien adquirido de buena fe son activos 
en el sentido del tipo de lavado, es determinar la con-
dición de idoneidad del objeto material y, por esa vía, 
definir el grado de desvaloración o no de la conduc-
ta que se ejerce sobre dicho objeto. En otras palabras, 
la capacidad del objeto material para la comisión del 
delito de lavado de activos incide directamente en la 
peligrosidad de la conducta para lesionar el bien ju-
rídico desde una perspectiva ex-ante162, si los actos 

154	 Castillo Alva, José Luis, Las consecuencias jurídico-económicas del delito. Lima, Idemsa 2001, pp. 230-231.
155	 Palma Herrera, José Manuel, Los delitos de blanqueo de capitales, cit., p. 367.
156	 Ibid., pp. 368-369.
157	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., pp. 325-326.
158	 Aránguez Sánchez, Carlos, El delito de blanqueo de capitales, cit., p 209.
159	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 326.
160	 Blanco Cordero, Isidoro, El delito de blanqueo de capitales, cit., p. 298. Precisamente los arts. 5.7 y 12.7 de la Convenciones de 

Viena y de Palermo, respectivamente, postulan un mecanismo de inversión de la carga de la prueba, el imputado deberá probar 
el origen licito de los supuestos bienes blanqueados, regla que no puede adoptarse conforme al Derecho peruano que reconoce a 
nivel constitucional la presunción de inocencia (art. 2.24.e).

161	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 
(art. 301 CP), cit., p. 326.

162	 Vid. ampliamente sobre la peligrosidad ex-ante de la conducta, Caro Coria, Dino Carlos, Derecho penal del ambiente. Delitos y 
técnicas de tipificación. Lima, Gráfica Horizonte 1999, p. 492 y ss.
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de conversión o transferencia recaen sobre objetos 
descontaminados, son tan atípicos como la tentati-
va inidónea por la “absoluta impropiedad del obje-
to” (art. 17 del CP). En efecto, esta última se define 
precisamente recurriendo a “la peligrosidad de la ac-
ción cometida por el agente, mediante la cual es im-
posible consumar el delito, porque (...) el objeto (es) 
inapropiado. Estas características indican una falta 
de capacidad potencial para hacer factible la con-
sumación. La apreciación de esta potencialidad del 
medio (...) y por consiguiente de la acción, debe ha-
cerse ex ante e in concreto. Dicho de otro modo, el 
juez debe colocarse, idealmente, en la misma posi-
ción en que se encontraba el agente al comenzar la 
ejecución de su acción y apreciar, según los conoci-
mientos que tenía, si la acción podía, según las cir-
cunstancias del caso, desembocar en la realización 
del tipo legal. (...) El peligro del que se trata es el que 
representa la acción realizada para los bienes jurídi-
cos de terceros”163.

Si la peligrosidad ex-ante de la conducta de lavado 
depende o deriva, al menos en parte, de la condición 
del objeto material que, en el caso del blanqueo, es un 
bien derivado de un delito previo y por ende “conta-
minado” o “manchado” por su origen, entonces el ob-
jeto no puede ser sino un objeto peligroso, es decir un 
objeto respecto del cual cabe predicar su peligrosidad 
también desde una perspectiva ex-ante. La peligrosi-
dad del objeto, o de la “cosa” como solía denominar-
se en la literatura antigua, no es una categoría nueva 
en el Derecho penal si tomamos en cuenta la existen-
cia de múltiples tipos de la parte especial que fundan 
la antijuricidad material, entre otros elementos, con la 
descripción de una situación o circunstancia en la que 
un objeto o un bien, de lícito o ilícito comercio, apa-
rece también, para usar la misma expresión que en el 
lavado de activos, “contaminado” o “manchado” por: 
1) una condición intrínseca al objeto, 2) por la propia 
conducta típica, 3) por su conexión con un hecho del 
pasado, o 4) por su vinculación a una conducta futu-
ra. Ejemplos del primer grupo son el tipo de tráfico 
ilegal de “residuos o desechos tóxicos o peligrosos” 
(art. 307 del CP), el delito de manipulación de “ar-
mas químicas” (art. 279-A del CP) o la conducta de 
posesión de “drogas tóxicas” (art. 296 pf. 2 del CP), 

en estos casos la peligrosidad del objeto es inherente 
al bien independientemente del tipo de conducta que 
pueda recaer sobre el mismo. El segundo caso corres-
ponde por ejemplo al delito de hacer en todo o en par-
te un documento falso o adulterar uno verdadero (art. 
427 pf. 1 del CP), en este supuesto la peligrosidad del 
objeto es producto de la propia actividad delictiva, 
peligrosidad que en el ejemplo citado estriba en que 
el documento falso o adulterado “pueda dar origen a 
derecho u obligación o servir para probar un hecho”. 
En el tercer grupo la peligrosidad deriva de un hecho 
pasado, como en la receptación (art. 194 del CP) o el 
lavado de activos, aquí la peligrosidad se profundiza 
o se proyecta en nuevos cursos peligrosos o lesivos, a 
través de las conductas típicas que recaen sobre el ob-
jeto. Finalmente, el cuarto caso puede ejemplificarse 
con el tipo de posesión, transporte, adquisición o ven-
ta no autorizada de “insumos químicos o productos” 
(art. 296-B del CP), aquí la peligrosidad de la cosa 
solo puede explicarse por su conexión con un futuro 
hecho ilícito, que para la ley se concreta en “el obje-
to (el fin) de destinarlos a la producción, extracción 
o preparación ilícita de drogas”164.

En varios de estos casos la peligrosidad del objeto 
material demanda, además de las prohibiciones pe-
nales, diferentes grados de inocuización, una serie de 
reglas previas o coetáneas a la norma penal165 para la 
administración eficiente del riesgo de uso, manipula-
ción, transporte, resguardo, tenencia, etc., que pue-
den ir desde la aplicación de reglas administrativas 
indicadoras de los niveles de riesgo permitido, para el 
transporte de residuos peligrosos por ejemplo, hasta 
el embargo, la incautación, el decomiso, la pérdida de 
dominio o incluso la destrucción del objeto, como en 
el caso de las drogas o los billetes falsificados que son 
de ilícito comercio. En el caso concreto del lavado de 
activos provenientes de un delito anterior, las reglas 
de interdicción de los capitales de origen ilegal abar-
can: 1) la aplicación de la incautación y/o el comiso 
como consecuencia del delito anterior; 2) el sistema 
de prevención que impone obligaciones administra-
tivas o de compliance a diferentes sujetos obligados, 
dentro y fuera del sistema financiero, para la evitación 
de potenciales conductas de lavado y la identificación 
del presunto patrimonio ilícito: conocimiento del 

163	 Hurtado Pozo, José y Víctor Prado Saldarriaga, Manual de Derecho penal. Parte general. T. II, 4ª ed. Lima, Idemsa 2011, 
§19/2176-2178.

164	 Texto entre paréntesis fuera del original.
165	 Propias de la norma penal secundaria, como el comiso.
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cliente, debida diligencia, desvinculación del clien-
te, monitoreo constante de operaciones inusuales, e 
identificación y reporte de operaciones sospechosas 
(incluso reforzada penalmente a través del delito del 
art. 5 del D. Leg. N° 1106); 3) las prohibiciones pro-
piamente penales de negociar con bienes de origen 
ilegal, las diferentes modalidades del lavado de acti-
vos; y, 4) las consecuencias patrimoniales del propio 
delito de lavado y su tutela cautelar.

Frente a este panorama, la determinación normativa 
de la peligrosidad ex-ante del objeto material debe-
rá obedecer en primer término a criterios teleológicos 
derivados del ámbito de protección de la norma: no 
están permitidas las conductas de conversión, trans-
ferencia, ocultamiento o tenencia, únicamente si el 
objeto de origen delictivo es idóneo, desde una pers-
pectiva general ex-ante, para insertarse en el tráfico 
legal o lícito de bienes. En segundo lugar, y como 
complemento necesario para dicha determinación, 
deberá atenderse al sistema de reglas previas o coetá-
neas a la norma penal para el tratamiento de tales ob-
jetos, las que se erigen como ratio cognoscendi de 
los niveles de riesgo permitido166 porque, para decirlo 
en palabras de Jakobs, “deja de estar permitido aquel 
comportamiento que el propio Derecho define como 
no permitido, prohibiéndolo ya por su peligrosidad 
concreta o abstracta, incluso bajo amenaza de pena 
o multa administrativa”167.

Desde esta perspectiva de valoración que estimo 
como dogmáticamente correcta, quedan sin espacio 
las propuestas que definen la descontaminación del 
objeto en casos de mezcla con criterios de gran acen-
to cuantitativo como el de Barton de la “significancia 
jurídica”, que incluso acude a fórmulas matemáticas 
como el límite del 5% que si bien aporta seguridad 
jurídica, carece de asidero legal y dogmático desde 
la perspectiva de la imputación objetiva, porque ni 
siquiera implica una determinación del riesgo per-
mitido conforme a una ya opinable razón de cálculo 

de costes y beneficios168. Si bien Blanco Cordero re-
curre a correctivos cualitativos como el principio de 
proporcionalidad, que en rigor inspira a todo el De-
recho punitivo, finalmente se ciñe a criterios cuanti-
tativos cuando postula el análisis del caso concreto 
en relación con el grado de correlación entre la par-
te legítima y la delictiva. La perspectiva de Aránguez 
Sánchez tampoco es convincente porque solo se fun-
da en la perspectiva teleológica que conecta el obje-
to al bien jurídico protegido, sin referencia alguna a 
la regulación que soporta el tratamiento jurídico del 
objeto material.

A su vez, la delimitación del objeto material bajo los 
mismos límites del comiso, como defienden Palma 
Herrera y Arias Holguín, tiene la virtud de emparen-
tar dos conceptos con tres elementos comunes: 1) el 
objeto material del lavado y el objeto del comiso de-
rivan de un injusto penal (conducta típica y antijurí-
dica)169, que eventualmente puede ser el mismo; 2) 
dentro de las múltiples posibilidades del tipo alterna-
tivo de lavado se tiene el caso en que el objeto ma-
terial es un bien decomisable –“(...) con la finalidad 
de evitar (..) su (...) decomiso”–; y, 3) la peligrosi-
dad del objeto del lavado se asemeja a la peligrosi-
dad objetiva de la cosa que fundamenta el comiso y 
emana del “pronóstico de probabilidad de que (los 
objetos peligrosos) pudieran ser utilizados en el fu-
turo para la comisión de nuevos delitos, sin necesi-
dad de que el autor del hecho previo fuera además 
culpable y sin necesidad asimismo de que los cita-
dos instrumentos tuvieran que pertenecer forzo-
samente a aquel”170. Esa última semejanza es de la 
mayor trascendencia porque abona en la delimita-
ción del objeto material del lavado aquí defendida 
con base en la imputación objetiva, pues la peligro-
sidad objetiva de la cosa decomisada sirve también 
para la fundamentación de las consecuencias acceso-
rias contra la persona jurídica, peligrosidad corpora-
tiva que se ha venido construyendo partiendo de la 
imputación objetiva, bajo conceptos como el riesgo 

166	 Caro Coria, Dino Carlos, “El valor de la infracción administrativa en la determinación del riesgo permitido en el Derecho penal 
económico”, en: ADPE N° 1/2011, pp. 20-21.

167	 Jakobs, Günther, La imputación objetiva en Derecho penal, Lima, Grijley 1998, p. 48.
168	 Ibid., p. 43.
169	 En relación al comiso, Gracia Martín, Luis y otros, Lecciones de consecuencias jurídicas del delito, cit., p. 394. García Cavero, 

Percy, Lecciones de Derecho penal. Parte general., cit., p. 749.
170	 Gracia Martín, Luis y otros, Lecciones de consecuencias jurídicas del delito, cit., p. 394. García Cavero, Percy, Lecciones de De-

recho penal. Parte general., cit., p. 747, texto entre paréntesis añadido.
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o defecto de organización, o deficiente administra-
ción del riesgo171, como ha establecido el Acuerdo 
Plenario N° 7-2009/CJ-116 de 13.11.09172. Como se-
ñala Feijóo Sánchez, “La “teoría de la imputación 
objetiva” es una teoría normativa que pretende ave-
riguar el sentido y fin de las normas con relevancia 
penal. Por ello para solucionar esta problemática es 
preciso –una vez más- determinar la finalidad polí-
tico criminal de las consecuencias accesorias para 
las personas colectivas. Partiendo, como ya he de-
fendido, de la idea de que estas consecuencias tie-
nen como finalidad combatir la peligrosidad objetiva 
de la persona jurídica o agrupación basada en un 
defecto de organización que facilita la comisión de 
hechos antijurídicos, las ideas desarrolladas por la 
doctrina alemana, especialmente por Tiedemann y 
Schünemann, tienen gran utilidad para resolver esta 
problemática. La consecuencia para la persona jurí-
dica solo tiene sentido en aquellos casos en los que la 
actuación delictiva de la persona física se debe a un 
defecto de organización o a una gestión empresarial 
criminógena de la empresa o asociación que se man-
tiene o que se puede repetir después de la comisión 
del hecho delictivo por parte de la persona física. En 
ese momento se muestra necesaria la adopción de 
una medida preventiva para que no se vuelvan a re-
petir hechos de esas características”173. Ahora bien, 
esta gran conexión entre el objeto material del deli-
to de lavado y el comiso no justifica concluir que el 
objeto material equivale a un bien decomisable, con 
ello se dejaría de lado tanto la perspectiva teleológica 
ya expuesta, como la extensa regulación que permite 
configurar sistemáticamente la noción de riesgo per-
mitido conforme a la imputación objetiva y que, con-
forme se ha visto, trasciende el ámbito del decomiso 
que en tal contexto solo puede aceptarse como un cri-
terio más, acaso auxiliar o incluso irrelevante en de-
terminados casos, por ejemplo se puede decomisar 

los instrumentos del delito conforme al art. 102 del 
CP, pero estos no conforman el objeto material del 
tipo de lavado.

En esta perspectiva, el recurso a la imputación obje-
tiva para la concreción de la peligrosidad del objeto 
material del delito de lavado, implica dejar de lado las 
no poco comunes soluciones subjetivas, consistentes 
en bloquear la punición cuando es difícil o imposible 
probar el dolo del agente más allá de toda duda razo-
nable174, estas son insatisfactorias porque no contem-
plan la exclusión de grupos de conductas en las que 
el sujeto por ejemplo conoce de modo actual o poten-
cial el origen ilícito del bien, pero sencillamente no 
tiene el deber de evitar la conducta de traficar con di-
chos bienes. En el estado actual de la teoría del delito 
no solo el dolo es un filtro de la tipicidad, sino y antes 
que él, el tipo objetivo, de modo que es dogmática-
mente incorrecto resolver casos con el filtro subjeti-
vo cuando estos ni siquiera implican la realización 
de una conducta no permitida175. La jurisprudencia de 
la Corte Suprema y de la Sala Penal Nacional sigue 
este derrotero, la Sala Penal Permanente ha estable-
cido por ejemplo que la canalización de una transac-
ción a través del circuito financiero formal elimina 
la presunción respecto del origen ilícito de los fon-
dos176, si el dinero proviene del propio canal financie-
ro entonces dichos activos, y el cliente en particular, 
han tenido que ser sometidos a las reglas de preven-
ción por parte del o los sujetos obligados del sector 
financiero que han servido de canal previo para su in-
corporación en dicho mercado. Aunque el imputado 
desde el punto de vista fáctico o natural haya podido 
sospechar del origen ilegal, ello es irrelevante porque 
conforme a la imputación objetiva ha actuado bajo 
el principio de confianza, no ha realizado una con-
ducta no permitida al operar con activos provenientes 
del propio circuito financiero y cuyo tránsito a través 
del mismo, en caso los bienes tuvieran origen ilegal, 

171	 Caro Coria, Dino Carlos, “Responsabilidad penal de la persona jurídica en el Derecho penal peruano e iberoamericano”, en: 
Guzmán Dálbora, José Luis. El penalista liberal. Libro homenaje a Manuel de Rivacoba y Rivacoba. Buenos Aires, Hammura-
bi 2004, p. 1022ss.

172	 Fundamentos Jurídicos 11 y 15 B.
173	 Feijoó Sánchez, Bernardo, “La responsabilidad penal de las personas jurídicas, ¿un medio eficaz de protección del medio am-

biente?”, en: RPCP N° 9, p. 283.
174	 Fabián Caparrós, Eduardo, El delito de blanqueo de capitales. Madrid, Colex 1998, pp. 300 y 390. Córdoba Roda, Juan y Mer-

cedes García Arán, Comentarios al Código Penal. Parte especial. T. I, Madrid-Barcelona, Marcial Pons 2004, pp. 1155-1156.
175	 Cancio Meliá, Manuel, “Algunas reflexiones sobre lo objetivo y lo subjetivo en la teoría de la imputación objetiva”, en: Estudios 

de Derecho penal, Lima, Palestra-C&A 2010, p. 148.
176	 Ejecutoria de la Sala Penal Permanente de 26.5.04, Recurso de Nulidad N° 2202-2003/Callao, considerando 8 y 9, en: San Mar-

tín Castro, César, Jurisprudencia y precedente penal vinculante. Selección de ejecutorias de la Corte Suprema, Lima, Palestra 
2007, pp. 549-550.



Dino Carlos Caro Coria

ADPE 2 (2012) 217

debió ser bloqueado y reportado oportunamente por 
el operador financiero competente. La Sala Penal Na-
cional es más explícita en la tesis de que el circuito fi-
nanciero es un medio de descontaminación del objeto 
material, en el caso Duany Pazos señaló que “es de 
tenerse en cuenta que la transferencia de las accio-
nes se sustentó en el pago de cheques de gerencia de 
un Banco como el Atlantic Security Bank, que como 
es parte del sistema financiero formal estaba en la 
obligación de realizar los controles por transaccio-
nes sospechosas, debiéndose estimar que la entrega 
de cheques por parte de quien había contratado sus 
servicios profesionales generaba confianza sobre su 
licitud (principio de confianza)”177.

La capacidad de rendimiento de la imputación obje-
tiva para la delimitación del objeto material del deli-
to en general178, también puede apreciarse frente a los 
casos de lavado de activos enunciados por la literatu-
ra de la parte especial. Los casos de despenalización 
y de prescripción del delito previo suponen un cam-
bio del estatus jurídico del objeto material, pasa de 
ser “peligroso” a no serlo, y la inexistencia de un ob-
jeto peligroso determina la inidoneidad absoluta de la 
conducta para cometer lavado de activos, en el caso 
específico de la prescripción la presunción de inocen-
cia se mantiene incólume ante el decaimiento de la 
obligación del Estado de investigar y eventualmen-
te sancionar un hecho de relevancia penal179. En el 
llamado supuesto de “adquisición de buena fe” –el 
órgano recaudador del tributo (la Sunat) cobra el im-
puesto que el lavador paga por la renta de un negocio 
inexistente con dinero de origen ilegal–, la descon-
taminación del bien no se debe a la ausencia de dolo 
sino a la realización de una conducta neutral o habi-
tual en el marco de la prohibición de regreso.

Si se mezclan activos de fuente ilícita y lícita, la con-
taminación de estos últimos no dependerá de una 
cuantía sino de sí, desde una perspectiva ex-ante, la 
conducta del lavador subordina la renta lícita a la ilí-
cita, sometiendo ambas a un proceso de reciclaje, 
quien deposita dinero sucio en una cuenta con dinero 

de origen legal mezcla patrimonios solo en sentido 
fáctico pero no los arriesga en conjunto, en ese caso 
la necesidad de diferenciarlos conforme a las Con-
venciones de Viena y de Palermo es imperativa. Pero 
si el lavador compra acciones con dinero de origen 
legal e ilegal entonces el acto de inversión ha subor-
dinado todo el dinero, la colocación se extiende al di-
nero limpio porque este ha sido consolidado con el 
sucio en un nuevo negocio. La comparación con los 
juegos de azar es ilustrativa, quien apuesta grandes 
sumas de dinero con la expectativa de enriquecer-
se lícitamente puede ganar o perder su patrimonio si 
no acierta en la apuesta, y quien lava bienes –de ori-
gen mixto: legal e ilegal– con la expectativa de de-
fraudar el sistema antilavado de activos, igualmente 
puede “ganar” si logra hacerlo sin ser descubierto o 
perderlo todo porque ex ante lo arriesgó en conjunto 
pese a esa posibilidad. Conforme a este razonamien-
to, en los casos de transmisiones parciales de un bien 
parcialmente proveniente de un delito previo -el la-
vador compra un inmueble y paga el 30% del pre-
cio con dinero de origen ilegal y el saldo con dinero 
limpio, luego vende a otro el 60% del bien-, la fusión 
entre los bienes de origen legal e ilegal justifica el tra-
tamiento de toda la masa o parte de ella como de ori-
gen ilegal.

La misma regla debe aplicarse al tratamiento de los 
beneficios ordinarios y extraordinarios producidos 
por el bien de origen ilícito, los primeros -las ganan-
cias, los intereses, las rentas, los frutos del bien- for-
man parte del resultado esperado y perseguido por la 
conducta, de modo que se integran –se contaminan- 
al patrimonio ilícito, a diferencia de los beneficios ex-
traordinarios –ganar la lotería!– donde el resultado es 
obra absoluta del azar o de la casualidad y no es, por 
ende, objetivamente imputable a una conducta que, 
desde una perspectiva ex-ante, ni siquiera puede en-
tenderse como el inicio o la continuación de un pro-
ceso orientado a ocultar el origen ilegal de un bien. 
Llevada esta concepción al terreno de la transforma-
ción de bienes de origen ilícito por el trabajo o la obra 

177	 Del mismo modo, el Auto de la Sala Penal Nacional de 8.4.09, Expediente N° 945-08-C, caso Juan Duany Pazos y otros, funda-
mento séptimo.

178	 Vid. por ejemplo, Pastor Muñoz, Nuria, Los delitos de posesión y de estatus: una aproximación político criminal y dogmática, 
Barcelona, Atelier 2005, pp. 33ss. Silva Sánchez, Jesús María. “La dimensión temporal del delito y los cambios de “status” ju-
rídico-penal del objeto de acción”. En: Estudios de Derecho penal. Lima, Grijley 2000, pp. 180ss. Caro Coria, Dino Carlos, “El 
delito de enriquecimiento ilícito”, en: San Martín Castro, César, Dino Carlos Caro Coria y José Leandro Reaño Peschiera. Los 
delitos de tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito y asociación para delinquir. Lima, Jurista Editores 2002, pp. 216-220.

179	 Meini Méndez, Iván, “Sobre la prescripción de la acción penal”, en: Imputación y responsabilidad penal. Lima, Ara Editores 
2009, pp. 281, 291.
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de un tercero –el terreno de origen ilegal es edifica-
do con el aporte de fuente lícita, el oro producto de 
la minería ilegal que es altamente refinado mediante 
un proceso técnico–, y descontando los supuestos de 
“buena fe” o conductas neutras como se ha señalado 
antes, estos casos de mezcla corresponden a actos que 
subordinan o contaminan ese mayor valor de origen 
lícito con el bien de fuente ilícita.

Y finalmente en relación a los casos problemáticos 
para la literatura de la parte especial, pocas dudas 
cabe albergar en torno a los supuestos de devaluación 
–el inmueble que pierde valor tras un terremoto o el 
sometimiento a un proceso judicial de reivindicación 
con inscripción de la demanda– y revalorización –las 
acciones de empresas mineras que ganan valor por la 
extraordinaria subida del precio de los metales– del 
bien de origen ilícito, se trata de procesos esperados 
desde una perspectiva ex-ante, por ordinarios o ex-
traordinarios que puedan ser. La regla social no varía, 
así como nadie discutiría si el menor o el mayor valor 
siguen correspondiendo al mismo bien si este hubiera 
sido adquirido con fuentes lícitas, tampoco cabe ha-
cerlo cuando la fuente fue ilícita.

IV.	El Tipo Subjetivo de Lavado de 
Activos

La faz subjetiva en las primeras versiones del tipo 
de lavado, entonces limitado a los bienes procedentes 
del tráfico de drogas, en el contexto del art. 296-A del 
Código Penal -y sus diversas reformas- que tipificaba 
el delito de conversión, transferencia y ocultamien-
to de bienes, vino marcada por la expresión “siempre 
que el agente hubiese conocido ese origen o lo hu-
biera sospechado”, que tuvo como fuente el art. 25 
de la Ley argentina N° 23.737 de 21.9.89 que defi-
nía el tipo subjetivo de lavado con la misma fórmula: 
“siempre que hubiese conocido ese origen o lo hu-
biera sospechado”. La doctrina nacional interpre-
tó estas elocuciones como referencias al dolo directo 

(hubiese conocido) y al dolo eventual (hubiera sospe-
chado), respectivamente, y señaló que el tipo no exi-
gía la presencia de un ánimo de lucro a diferencia del 
delito de receptación180. En cuanto al tipo del art. 296-
B –y sus modificaciones– de conversión o transferen-
cia de bienes a través del sistema financiero, pese a 
no usarse la citada elocución también se consideró 
que recogía tanto el dolo directo como el eventual, 
aunque en el caso de repatriación se interpretó que 
era necesario un elemento subjetivo especial diferen-
te del dolo, definido con la expresión “de tal forma 
que ocultare su origen, su propiedad u otros factores 
potencialmente ilícitos”181, interpretación discutible 
porque no parecía definir una intención sino el resul-
tado que debía alcanzar el autor.

Durante el corto periodo de vigencia de la Ley 
N° 25404, entre febrero y abril de 1992, el lavado de 
activos derivados del tráfico de drogas o del terroris-
mo era una modalidad agravada (art. 195.2 del CP) 
del delito de receptación del art. 194, de modo que 
el tipo subjetivo del lavado era el mismo de la re-
ceptación, definido con la expresión “bien de cuya 
procedencia delictuosa tenía conocimiento o debía 
presumir que provenía de un delito”, y que ha sido 
interpretado doctrinal y jurisprudencialmente como 
referencias al dolo directo y al dolo eventual182, man-
teniéndose con ello la comprensión también mayori-
taria de la frase “debía presumir que provenía de un 
delito” del tipo de encubrimiento del art. 243 del Có-
digo penal de 1924, a su vez inspirado en el art. 125 
del Proyecto suizo de 1918183. La actualidad de estos 
antecedentes no puede ser mayor porque los actua-
les delitos de lavado de los arts. 1, 2 y 3 del D. Leg. 
N° 1106, vuelven sobre estas mismas expresiones al 
referirse a los bienes “cuyo origen ilícito conoce o de-
bía presumir”.

Son dos las construcciones subjetivas que se conocie-
ron bajo la vigencia de la Ley N° 27765, aunque de 
modo constante se recurrió a la fórmula “cuyo origen 

180	 Prado Saldarriaga, Víctor, El delito de lavado de dinero. Su tratamiento penal y bancario en el Perú, cit., p. 69.
181	 Ibid., p. 75.
182	 Peña Cabrera, Raúl, Tratado de Derecho penal. Parte Especial. T. II-A, Lima, Ediciones Jurídicas 1995, pp. 259-261. Ángeles 

Gonzáles, Fernando y otros, Código penal. T. III, Lima, Ediciones Jurídicas s/f, pp. 1276-1277. Bramont-Arias Tórres, Luis Al-
berto y María del Carmen García Cantizano, Manual de Derecho penal. Parte especial. 3ª ed. Lima, San Marcos 1997, p. 344. 
En la doctrina nacional, solo Salinas Siccha, Ramiro, Delitos contra el patrimonio, cit., p. 267-268, defiende que la receptación 
culposa está prevista bajo la fórmula “debía presumir que provenía de un delito”, aunque acepta que la doctrina mayoritaria y la 
jurisprudencia en general interpretan que solo hay espacio para la punición dolosa.

183	 Roy Freyre, Luis E, Derecho penal peruano. T. III, Parte especial. Lima, Instituto Peruano de Ciencias Penales 1983, pp. 143-
144, 146. Sin embargo, Péña Cabrera, Raúl, Tratado de Derecho penal, Vol. III. Parte especial. Lima, Sagitario 1986, pp. 274-
275, interpretó que el tipo de receptación sancionaba tanto el dolo eventual como la culpa con representación.
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ilícito conoce o puede presumir” en los tipos de con-
versión y transferencia (art. 1), y ocultamiento y te-
nencia (art. 2), fórmula que ratificaba el art. 6184, solo 
el texto original de la ley incorporó un elemento sub-
jetivo diferente del dolo que definía el delito como 
uno de tendencia interna trascendente, ello median-
te la frase “con la finalidad de evitar la identificación 
de su origen, su incautación y decomiso”. Esta cons-
trucción tuvo como fuente inmediata el ya referido 
“Anteproyecto de Ley que modifica la legislación pe-
nal en materia de tráfico ilícito de drogas y tipifica el 
delito de lavado de activos”, de la Comisión Encar-
gada de revisar la Legislación Antidrogas creada me-
diante la Resolución Ministerial N° 021-2001-JUS 
que contemplaba además como intención alternati-
va la de evitar el “descubrimiento” de los bienes, la 
cual fue inexplicablemente eliminada185. Según la ex-
posición de motivos del Anteproyecto, “El tipo sub-
jetivo es estructurado, como en el delito patrimonial 
de receptación, considerando el conocimiento direc-
to o eventual del agente respecto al objeto que trans-
fería o convertía. Sobre la base de las circunstancias 
en que se adquiere, posee u oculta el bien, el agente 
sabía o podía conocer el origen irregular del mismo. 
La finalidad del agente en cualquier circunstancia es 
evitar el descubrimiento –ubicación física del bien; la 
identificación de su origen– establecimiento del nexo 
causal de la procedencia real del mismo; la adopción 
de una medida cautelar –incautación– o de una con-
secuencia accesoria –decomiso–”186. De esta manera, 
el tipo de lavado se estructuraba como un delito de 
peligro187 abstracto188, el dolo del lavador debía abar-
car tan solo el conocimiento de los actos de conver-
sión, transferencia, ocultamiento o tenencia de bienes 
de origen delictivo, al cual debía sumarse esa espe-
cial intención “de asegurar la ganancia ilícitamen-
te generada”189 para completar la tipicidad subjetiva.

El artículo único del D. Leg. N° 982 de 22.7.07 re-
formó los arts. 1 y 2 de la Ley N° 27765, convirtien-
do este elemento subjetivo, la especial intención, en 
el resultado típico190, elevando con ello la carga de la 
prueba para la persecución de estos delitos. Se pasó 
a exigir, ya en el plano del tipo objetivo, que el au-
tor realice actos de conversión, trasferencia, oculta-
miento o tenencia de bienes de origen ilícito y que 
logre con ello un resultado: dificultar (“y dificulta”) 
la identificación del origen, la incautación o el deco-
miso de esos bienes. Y todo ello, la conducta y el re-
sultado, debía se abarcado por el dolo, la tipicidad 
subjetiva no demandaba la concurrencia de otros ele-
mentos subjetivos191.

La vertiente subjetiva de los actuales tipos de lavado 
de los arts. 1, 2 y 3 del D. Leg. N° 1106 es el fruto de 
esta evolución. Se ha retornado en esencia a la cons-
trucción original de la Ley N° 27765, por una par-
te se incorpora el dolo solo en relación a los actos de 
conversión o transferencia (art. 1), ocultamiento o te-
nencia (art. 2), y transporte o traslado (art. 3) de los 
bienes de origen ilícito, recurriéndose para ello a la 
fórmula del tipo de receptación del art. 194 del CP, el 
agente ha de conocer (“conoce”) o “debía presumir” 
ese origen ilícito de los bienes192. Y de otra parte, se 
reinstaura la especial intención del autor, “la finali-
dad de evitar la identificación de su origen, su in-
cautación o decomiso”, lo que convierte nuevamente 
al lavado de activos en un tipo de peligro abstrac-
to e incongruente por exceso subjetivo, en un delito 
de tendencia interna trascendente de resultado corta-
do193. De esta manera, para efectos del tipo subjetivo 
se zanja la diferencia entre la receptación y el lava-
do según concurra o no esa especial intención, o di-
cho de otra manera, el ánimo de lucro es el elemento 
subjetivo especial de la receptación, mientras que en 
el lavado de activos la finalidad especial es impedir 

184	 “El origen ilícito que conoce o puede presumir el agente” (pf. 1), y “El conocimiento del origen ilícito que debe conocer o pre-
sumir el agente” (pf. 2).

185	 Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., pp. 154-155.
186	 Separata Especial del Diario Oficial El Peruano de 17.6.01, cit., p. 5.
187	 Fundamento Jurídico 21 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
188	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte especial, cit., p. 512.
189	 Fundamento Jurídico 21 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
190	 Fundamento Jurídico 15 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
191	 Fundamento Jurídico 21 del Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
192	 El art. 10 del D. Leg. N° 1106 utiliza las mismas elocuciones: “El cocimiento del origen ilícito que tiene o que debía presumir el 

agente” (pf. 2 ab inicio), “El origen ilícito que conoce o debía presumir el agente” (pf. 2 in fine).
193	 Hinostroza Pariachi, César, El delito de lavado de activos. Delito fuente, Lima, Grijley 2009, p. 128. Fabián Caparrós, Eduardo, 

El delito de blanqueo de capitales, cit., pp. 343-344. Por su parte, Reátegui Sánchez, James, Criminalidad empresarial. Lima, 
Gaceta Jurídica 2012, p. 212, considera más bien que estamos ante un delito mutilado de dos actos.
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la identificación del origen, la incautación o el deco-
miso del bien, el blanqueo de capitales no precisa del 
llamado animus lucrandi194.

Ahora bien, en cuanto al dolo el Acuerdo Plenario 
N° 3-2010/CJ-116 señala que el “sujeto activo debe, 
pues, ejecutar las distintas actos y modalidades de 
lavado de activos de manera conciente y voluntaria” 
(sic)195, lo que conllevaría a asumir una concepción 
voluntarista del dolo que debe ser rechazada por las 
razones generales que he expuesto en otras ocasio-
nes196 y que, específicamente en el caso del lavado de 
activos, no ha sido acogida al menos por una parte de 
la literatura nacional que concreta el dolo del lavado 
únicamente en el conocimiento directo o eventual del 
origen ilícito de los activos y de los actos subsecuen-
tes de conversión, transferencia, etc., sin referen-
cia alguna a una voluntad que ya resulta típicamente 
irrelevante. Así, bajo la legislación anterior se ha se-
ñalado que “La norma no solo exige como elemen-
to subjetivo configurador del delito el dolo directo, 
o conocimiento seguro del origen ilícito de los ac-
tivos, sino también admite la posibilidad de gene-
rar responsabilidad penal a partir del denominado 
dolo eventual que está presente en el supuesto de po-
der presumir el origen ilícito del activo. Con el dolo 
eventual (...) basta con que tenga la probabilidad de 
saberlo, o lo hubiera podido presumir”197, esto es, “el 
conocimiento sobre el delito previo del que provie-
nen los activos no tiene que ser siempre cierto, sino 
que resultará suficiente la probabilidad sobre dicha 
procedencia”198.

Sobre el grado de conocimiento, es suficiente sa-
ber que los activos derivan de un hecho delictivo 

grave199. El Acuerdo Plenario establece que no se exi-
ge del autor conocer qué tipo de delito previo gene-
ró los bienes, ni cuando se cometió dicho delito, y 
menos quiénes intervinieron en su ejecución, tampo-
co se demanda conocer la situación procesal del de-
lito fuente o de sus autores o partícipes, y en el caso 
específico de las conductas de ocultamiento o tenen-
cia no es necesario conocer de las acciones anteriores 
de conversión o transferencia, ni saber quiénes parti-
ciparon en ellas200. Antes bien, se ha defendido que, 
en tanto el tipo excluye como delito fuente la recep-
tación, el autor debe al menos conocer que el bien no 
proviene de dicha infracción201, apreciación que no 
puede estimarse correcta si se entiende que tal ex-
clusión es una simple condición objetiva de punibi-
lidad que, en consecuencia, no necesita ser abarcada 
por el dolo.

Como ya se puso de relieve, el término “puede presu-
mir” de la Ley N° 27765 que en general se ha consi-
derado como inclusivo del dolo eventual, no ha sido 
reproducido por el D. Leg. N° 1106 que introduce la 
expresión “debía presumir” del tipo de receptación 
del art. 194 del CP, lo que se viene entendiendo como 
una ampliación por parte del legislador de los debe-
res de conocimiento en torno al origen ilícito del bien 
con el que se trafica. Esto es, “el término “debía pre-
sumir”, en lugar del “puede presumir” (...), expre-
sa una mayor exigencia (...), la norma en vigencia le 
otorga un deber de presunción en el entendido que, 
en una valoración paralela en la esfera del profa-
no, es perfectamente factible sospechar la ilicitud 
de la procedencia de los bienes en cuestión”202. Así, 
se afirma que “se convierte en una exigencia para el 

194	 Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10, Fundamento Jurídico 27. Este Fundamento, al igual que otras partes relativas 
al tipo subjetivo (§ 3 del Acuerdo), ha sido redactado mediante la reproducción casi literal, aunque sin cita o referencia especí-
fica, de los aportes de Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., pp. 152ss., autor que a la 
vez fue el ponente del Acuerdo Plenario, como se lee el Antecedente 6. Bramont-Arias Torres, Luis Alberto, “Algunas precisio-
nes referentes a la Ley penal contra el lavado de activos, Ley N° 27765, 27-06-02”, cit., p. 527, también excluye el ánimo de lu-
cro del tipo subjetivo de lavado.

195	 Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10, Fundamento Jurídico 17.
196	 Caro Coria, Dino Carlos, “El delito de enriquecimiento ilícito”, cit., pp. 221 ss. “Los delitos concursales en el Derecho penal pe-

ruano. Alcances de la Ley de Reestructuración Patrimonial y de la nueva Ley General del Sistema Concursal”, en: Revista Pe-
ruana de Doctrina y Jurisprudencia Penales N° 3/2002, pp. 159-160.

197	 Caro John, José Antonio, “Consideraciones sobre el “delito fuente” del lavado de activos y su incidencia para determinación del 
“riesgo reputacional” de una institución financiera”, cit., p. 157.

198	 García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte especial, cit., p. 506.
199	 Ibid., p. 506.
200	 Fundamento Jurídico 18.
201	 Gálvez Villegas, Tomas Aladino, El delito de lavado de activos, cit., pp. 98-99, y nota 124. En contra, Prado Saldarriaga, Víctor, 

Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 153.
202	 Hernández Miranda, Edith, “Comentarios sobre la regulación sustantiva del delito de lavado de activos: a propósito del Decreto 

Legislativo N° 1106”, en: Gaceta Penal & Procesal Penal, tomo 35, mayo 2012, p. 82.
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ciudadano, pues en una investigación o proceso no se 
analizará si él podía presumir, esto es, que hubiera 
contado con algunos datos que le hubieran permiti-
do suponer que el dinero, efectos, bienes y ganan-
cias tenían proveniencia ilícita, sino –solo- si debía 
presumirlo. Esto obliga a la ciudadanía a tener un 
deber de cuidado en relación con activos de dudosa 
procedencia”203.

Dado que luego volveremos sobre esta discusión, es 
relevante tener en cuenta que pese al menor sentido 
constrictivo de la fórmula “puede presumir” usada en 
la legislación anterior, la doctrina nacional ha debati-
do si esta cubría los supuestos de culpa204, indiferen-
cia205 e “ignorancia deliberada”206. Sobre el primero, 
la doctrina mayoritaria y la jurisprudencia niegan de 
modo rotundo la punición del lavado de activos por 
imprudencia, porque el art. 12 pf. 2 del Código Penal 
establece un sistema de numerus clausus en materia 
de delitos culposos y la expresión “puede presumir”, 
semejante a la prevista en el tipo de receptación del 
art. 194 del Código actual y del encubrimiento del art. 
243 del Código de 1924, ha sido en general interpre-
tada sin incluir la culpa, de modo que “por tradición 
interpretativa doctrinaria, legislativa y jurispruden-
cial no se puede asumir la presencia de un supuesto 
imprudente de lavado de activos a partir de la fórmu-
la asumida por nuestra legislación”207. El art. 2 del 
“Reglamento Modelo sobre delitos de lavado de ac-
tivos relacionados con el tráfico ilícito de drogas, y 
otros delitos graves” de la CICAD-OEA tipifica el 
lavado de activos incorporando tres modalidades 

subjetivas: “a sabiendas, debiendo saber o con ig-
norancia intencional”, y según las notas 2 y 3 del 
Reglamento, “debiendo saber” se interpreta “como 
culpa, lo que en el ordenamiento jurídico de algunos 
estados miembros está por debajo de los estándares 
mínimos. Se entiende que los estados miembros que 
lo apliquen lo harán de una forma consistente con 
su respectivo ordenamiento jurídico”, mientras que 
la “ignorancia intencional” se interpreta “como dolo 
eventual”. A partir de este precepto de soft law, se 
ha querido defender que la fórmula “puede presumir” 
del Derecho nacional no puede equipararse a la culpa 
que, en todo caso, debiera ser prevista con la elocu-
ción “debiendo saber”208, conclusión que a mi juicio 
no puede aceptarse por algo evidente, la nota explica-
tiva N° 2 del Reglamento de la CICAD-OEA no es-
tablece que el único modo de tipificar la culpa es con 
dicha expresión puesto que cada Estado podrá hacer-
lo conforme a sus propias reglas y tradición jurídi-
ca. En efecto, la asimilación entre “debiendo saber” 
y culpa tiene sentido bajo determinada concepción de 
negligencia del sistema anglosajón, concretamente la 
del § 2.02(2)(d) del Model Penal Code americano209, 
que presupone la realización de una conducta y una 
“no percepción del riesgo”, el sujeto “debía conocer 
el riesgo sustancial e injustificable (lo que implica 
que no lo conocía)”210. En el sistema inglés, la negli-
gencia se concibe de modo similar, aunque no exac-
tamente igual, “Una persona obra negligentemente 
si su conducta, en relación con un riesgo razonable-
mente apreciable, se sitúa por debajo del estándar 

203	 Salas Beteta, Christian, “El delito de lavado de activos y su dificultad probatoria en el CPP de 2004. Comentarios al Decreto Le-
gislativo N° 1106”, cit., p. 23.

204	 A favor de esta interpretación minoritaria, García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte especial, cit., p. 507, quien 
considera que “podría tratarse de un supuesto de culpa grave que se castiga del mismo modo que un delito doloso”, culpa grave 
que no ha terminado de definir (Vid. Derecho penal económico. Parte general. T. I. 2ª ed. Lima, Grijley 2007, pp. 567-568). Ad-
mite en general la culpa en el delito de lavado de activos, Frisancho Aparicio, Manuel, Tráfico ilícito de drogas y lavado de acti-
vos, Lima, Jurista Editores 2003, pp. 296-297, 307.

205	 Así, García Cavero, Percy, Derecho penal económico. Parte especial, cit., pp. 507-508.
206	 En esa línea, Gálvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., pp. 101-102.
207	 Ibid., pp. 105-106.
208	 Así, Prado Saldarriaga, Víctor, Lavado de activos y financiación del terrorismo, cit., p. 154, y el Fundamento Jurídico 19 del 

Acuerdo Plenario N° 3-2010/CJ-116 de 16.11.10.
209	 “§ 2.02. General Requirements of Culpability (...)
	 (2) Kinds of Culpability Defined (...)
	 (d) Negligently.
	 A person acts negligently with respect to a material element of an offense when he should be aware of a substantial and unjusti-

fiable risk that the material element exists or will result from his conduct. The risk must be of such a nature and degree that the 
actor’s failure to perceive it, considering the nature and purpose of his conduct and the circumstances known to him, involves a 
gross deviation from the standard of care that a reasonable person would observe in the actor’s situation (...)”.

210	 Fletcher, George, Conceptos básicos de Derecho penal, Valencia, Tirant lo Blanch 1997, p. 175.
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exigible a una persona razonable a la luz de dicho 
riesgo”211, estándar de valoración que, como puede 
deducirse, demanda un “deber saber” o “deber co-
nocer” sobre dicho riesgo. Sin embargo, desde la 
perspectiva eurocontinental que inspira nuestro sis-
tema jurídico-penal, la elocución “debiendo saber” 
no puede interpretarse como una característica priva-
tiva del comportamiento culposo, la normativización 
del tipo subjetivo conlleva que múltiples formas de 
imputación subjetiva, desde la culpa inconciente has-
ta el dolo eventual e incluso el dolo directo de se-
gundo grado o de consecuencias necesarias, pudiera 
fundarse, entre otras condiciones, en la defraudación 
de un deber de saber o un deber de conocer.

La no punición de la imprudencia en el marco de los 
arts. 1, 2 y 3 del D. Leg. N° 1106 obedece a razones 
sistemáticas, la exigencia de una tipificación expre-
sa de la culpa en un sistema de numerus clausus se 
ve confirmada ahora porque la nueva Ley prevé un 
único caso de imprudencia, el art. 5 pf. 2 sanciona la 
omisión culposa de comunicar operaciones o transac-
ciones sospechosas e impone solo una pena de multa 
que es sustancialmente menor que las consecuencias 
señaladas para la omisión dolosa (pf. 1). Ello en con-
cordancia con la menor desvaloración que acarrea la 
conducta negligente de lavado de activos, como pue-
de verse en regulaciones como la alemana212, la espa-
ñola213 o la argentina214 que, también bajo un sistema 
taxativo de la culpa, sancionan de modo específico, 
pero a la vez atenuado frente al tipo doloso, el blan-
queo de capitales cometido por “imprudencia grave” 
y no por culpa leve, sin aceptarse una equiparación 
entre el comportamiento doloso y la negligencia gra-
ve. Como puede verse en el citado auto de la Sala 
Penal Nacional de 8.4.09 del caso Duany Pazos, la 
jurisprudencia no alberga dudas sobre la no puni-
ción de los actos de conversión, transferencia, oculta-
miento o tenencia imprudentes, se considera que “La 

mera afirmación de que se presume que una perso-
na conozca de las actividades ilícitas relacionadas 
al lavado de activos provenientes del tráfico ilícito 
de drogas, no es una conducta típica (...) El solo co-
nocimiento de actividades de lavado de activos no 
hace responsable del delito de lavado de activos a 
una persona. Lo que se reprime no es el conocimiento 
de una operación de lavado, sino de una conversión, 
transferencia u ocultación de un activo conociendo o 
presumiendo su origen ilícito. Por último, aseverar 
que alguien debía conocer el origen ilícito de un bien 
o dinero, no es más que la expresión de un proceder 
culposo, el mismo que en nuestra legislación de lava-
do de activos no es típico”215.

Finalmente en cuanto al tipo subjetivo, la “indife-
rencia”, la “ceguera”, la “ignorancia deliberada o 
intencional” o “willful blindness” del sistema anglo-
sajón216, que para un sector de la doctrina nacional ya 
tenían asidero bajo el rótulo “puede presumir” de la 
Ley N° 27765, pese a la ausencia de una equivalen-
cia material entre estas categorías dogmáticas incluso 
entre quienes defienden, como aquí, que son compa-
tibles con una concepción cognitiva de dolo, deben 
aceptarse como manifestaciones subjetivas que tam-
bién pueden calzar con la expresión “debía presumir” 
del D. Leg. N° 1106. Esta fórmula parece encerrar 
una contradicción manifiesta entre un precepto nor-
mativo y un requerimiento ontológico, se parte del 
dato nomológico de que el sujeto tiene un deber, pero 
el objeto del deber no se expresa en un requerimiento 
objetivo como el conocimiento (“deber de conocer”) 
o la información (“deber de informarse”), sino en 
una circunstancia sicológica, contingente y natural: 
una presunción, es decir la representación hipotética 
o “sospecha fundada” del origen ilícito del bien que 
se lava217. Así, el amplio margen de posibilidades que 
el marco literal de la ley dispensa, con exclusión de 
la culpa por las razones ya expuestas, otorga cabida a 

211	 Piña Rochefort, Juan Ignacio, La estructura del la teoría del delito en el ámbito jurídico del “Common Law”, Granada, Coma-
res 2002, p. 102.

212	 § 261 (5) del StGB, sanciona el lavado de bienes por “imprudencia grave” con una pena por debajo de la mitad que la prevista 
para el tipo doloso.

213	 Art. 301.4 del Código Penal, penaliza la “imprudencia grave” con una sanción privativa de libertad máxima equivalente a un ter-
cio de la estipulaba para el caso de dolo.

214	 Art. 278.2 del Código Penal, también criminaliza el lavado por “temeridad o imprudencia grave” y solo con pena de multa.
215	 Cit., Fundamento Noveno.
216	 Ambos, Kai, La parte general del Derecho penal internacional. Bases para una elaboración dogmática, Montevideo, KAS 2005, 

pp. 331-332, con referencia al § 2.02 (7) del Model Penal Code, según el cual: “Requirement of Knowledge Satisfied by Knowled-
ge of High Probability. When knowledge of the existence of a particular fact is an element of an offense, such knowledge is esta-
blished if a person is aware of a high probability of its existence, unless he actually believes that it does not exist”.

217	 Gálvez Villegas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., p. 99.



Dino Carlos Caro Coria

ADPE 2 (2012) 223

la “ignorancia intencional” recogida en el art. 2 del 
Reglamento Modelo de la CICAD-OEA y que según 
la nota 3 del mismo se interpreta “como dolo even-
tual”, y que corresponde al sujeto “que pudiendo y 
debiendo conocer determinadas circunstancias pe-
nalmente relevantes de su conducta, toma delibera-
da o concientemente la decisión de mantenerse en la 
ignorancia respecto de ellas”218. La indiferencia o ce-
guera también encuentra espacio en el amplio abani-
co de la cita legal “puede presumir”, hay indiferencia 
y esta se entiende como dolo respecto a la realización 
del tipo si el agente, “de un conjunto de cursos posi-
bles, se guarda de aquellos en los que ponen en juego 
sus intereses. Estos intereses por definición, tendrían 
que ser de importancia para el autor desde un punto 
de vista subjetivo, pues de lo contrario no se trataría 
para él de intereses”219.

La punición de todos estos casos como conductas do-
losas es razonable porque el déficit de representación 
derivada de la ignorancia, la ceguera o la indiferencia, 
se ve ciertamente compensado por una determinada 

motivación especialmente disvaliosa que justifica el 
tratamiento más severo220, motivación que en térmi-
nos del D. Leg. N° 1106 debe cifrarse en la violación 
deliberada o la huída de ese deber de representación. 
Pero sí como ha señalado la Sentencia 1034/2005 de 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo español de 
14.9.05, “existe un deber de conocer que impide ce-
rrar los ojos ante las circunstancias sospechosas”221, 
o si se quiere ser más estricto o radical, parece estarse 
construyendo “un mandato general de sospechar, in-
dagar, conocer, tener especial diligencia, etc., cuan-
do se trata de entablar contactos sociales que tengan 
por objeto bienes, ganancias o capitales”222, enton-
ces la imposición de límites es fundamental porque 
así lo demanda el principio de certeza. Esta tarea tie-
ne como punto de partida la extensa regulación admi-
nistrativa que configura el Sistema de Prevención del 
Lavado de Activos, del cual emanan deberes especí-
ficos para los diversos sujetos obligados expuestos al 
riesgo de efectuar transacciones, incluso anónimas, 
con potenciales lavadores de activos.

218	 Ragués I Vallès, Ramón, La ignorancia deliberada en Derecho penal. Barcelona, Atelier 2007, p. 158. Le sigue, Gálvez Ville-
gas, Tomás Aladino, El delito de lavado de activos, cit., pp. 101-102.

219	 Jakobs, Günther, “Indiferencia como dolo indirecto”, en: Dogmática y ley penal. Libro homenaje a Enrique Bacigalupo. Madrid, 
Tirant lo Blanch 2004, p. 355. Le sigue, Caro John, José Antonio, “Imputación subjetiva y conocimientos especiales”, en: Nor-
mativismo e imputación jurídico penal. Estudios de derecho penal funcionalista. Lima, Ara Editores 2010, pp. 178-179, quien 
interpreta consecuentemente que en el dolo eventual el autor se representa como probable un resultado, pero producto de su in-
diferencia llega a realizarlo. También asume la perspectiva de Jakobs, García Cavero, Derecho penal económico, T I, cit., p. 517, 
TII, cit., p. 508.

220	 Ragués I Vallès, Ramón, “De nuevo, el dolo eventual: un enfoque revolucionario para un tema clásico”, en: InDret N° 3/2012,  
p. 9.

221	 Fundamento de Derecho Cuarto.
222	 Arias Holguín, Diana Patricia, Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de blanqueo de capitales 

(art. 301 CP), cit., p. 342, de modo crítico.




